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N., A. A. S/

 HOMICIDIO SIMPLE 

(C. - G.
 (IPP 6137/09 - JG2 5998 - CAM PEN 549/2009))




SENTENCIA

Trenque Lauquen, 17 de diciembre de 2010.-




AUTOS  Y  VISTOS: Las constancias de las presentes actuaciones  registradas bajo el Nro. 23/09 y caratuladas:  "N., A. A. S/ HOMICIDIO SIMPLE (C. - G. (IPP 6137/09 - JG2 5998 - CAM PEN 549/2009))", puesta en la fecha a despacho  para  decidir en acuerdo ordinario del Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil,  en razón de lo resuelto por el mismo órgano en fecha 24/02/10, ítem II y último párrafo; para lo cual se establece igual orden de votación, a saber: DIANA LIS GRASSI en primer lugar (Titular del JRPJ Dptal.), CLAUDIA BEATRIZ DANA, en segundo lugar (Titular del JRPJ Dpto. Judicial de Junín) y ZULEMA INES CORONA, en último término (Titular del JRPJ Dpto. Judicial de Pergamino).-




Así, siguiendo el citado artículo y la interpretación que el Máximo Tribunal nacional efectuara del mismo como leading case (CSJN en"M., D.E.,  s/  robo agravado  por el uso de armas en concurso real con homicidio calificado", de fecha 07/12/05 en causa nro. 1174), entendemos que  correspondería tratar en ésta sentencia, las siguientes CUESTIONES:

1).-PRIMERA CUESTIÓN: ¿Resulta necesaria la imposición de pena al joven N. en el caso de autos?

2).-En su caso, de ser la respuesta AFIRMATIVA, como SEGUNDA CUESTION: ¿Qué quántum de pena corresponde  imponer?

3).-Para el caso de mediar respuesta POSITIVA al interrogante anterior y conf. lo establecido por los arts. 27, 79 a 85  y 106 de la ley Nro. 13.634 y 3ro. del Ac. de la SCJBA 1214/08; en su caso, fallos de las Excmas. Cámaras de Apelación y Garantías del Dpto. Judicial de Junín en los autos Nro. 12.478, "G.A.S. s/ Robo Calificado" en sent. 15/07/09 y de este Dpto. Judicial en fecha 15/12/09 en Expte. Nro. 9579 s/"Incidente de competencia en la causa L., H.N - Abigeato",  s/competencia judicial en etapa de EJECUCION penal y Resol. SCBA Nro. 660/10 (art. 26 ley Nro.13.634); cabría el tratamiento como TERCERA CUESTION de: ¿Cuál sería el órgano judicial de ejecución de la pena y, en su caso, su modalidad de cumplimiento?.-


En consecuencia de lo que, procediendo a su tratamiento y:



1).-A la PRIMERA CUESTION:  ¿Resulta necesaria la imposición de pena al joven N. en el caso de autos? 

A lo que la Dra. Diana Lis Grassi, en líneas generales dijo:


Al ingresar en el análisis de ésta cuestión dejo liminarmente sentado, lo que aquí resulta materia de decisión por haberse ordenado la cesura del juicio de conformidad a lo dispuesto por el Régimen Nacional penal especial (arg. analóg. 372 CPP -art. 1ro. ley Pcial.Nro. 13.634-en consuno context. art. 4to. ley Nac. Nro. 22.278 modif. por ley Nro. 22.803), tiene asiento sustancialmente en  consideraciones ya efectuadas -y que no han merecido objeciones de las partes-, tanto en el veredicto como en la resolución subsiguiente al mismo y distintas providencias dictadas por Presidencia con ulterioridad, 
por lo que correspondería en la presente, por razones de brevedad y economía procesal, remitir a los fundamentos ya desarrollados en dichas oportunidades para motivar las mentadas decisiones previamente adoptadas en cuanto resultaren atinentes a ésta sentencia (cfr. Fallos CSJN 278:135; 290:95; 292:87; 302:1675; 304:1343; 311:600; 311:2293; 315;2822; 327:954); no obstante lo cual:


1) a.-Y efectuando somero 'raconto' de las precedencias  de la causa, el avocamiento  a la cuestión traída a resolver, surge de encontrarse motivada la habilitación para fallar en definitiva en  cuanto a  la  necesidad o no de imposición penal al encartado en autos, como -en su caso- la determinación de pena a imponérsele (art. 4to. de la mentada ley Nac. Nro. 22.278), en el cumplimiento de los requisitos que la mencionada disposición legal prevé.-


Es así que a la fecha, ha sido declarada  previamente  la responsabilidad penal del joven por el hecho objeto de reproche (veredicto y resolución de responsabilidad y diferimiento de sentencia de fecha 24 de febrero del cte. año, de acuerdo a lo dispuesto con el art. 56 inc. 3do. de la ley Pcial. Nro. 13.634, decisiones que han quedado firmes por sentencia de la Excma. Cámara de Apel. y Garantías Dptal. de fecha 02/07/10 en expte. Nro. 9676/10, reg. Nro. orden 25 del L.25); éste cuenta con 18 años de edad, conforme se certifica a fs. 124 y por otra parte, se encontraría cumplimentado lo establecido en el inc. 3ro. de la norma, pues ha transcurrido tambien, más de un año de 'tratamiento tutelar' (con la interpretación y alcances establecidos al tratar dicha cuestión en la resolución antes referenciada que siguió al veredicto, que remiten sustancialmente dentro del contexto normativo en su conjunto, a la intervención integral de los operadores del SRPJ para asegurar los objetivos y finalidad propia del Sistema penal especial).-


 En éste punto,  quedó explicitado  en la oportunidad antes indicada que respecto de la manda de no menos de un año de tratamiento "tutelar" que requiere  la norma, dentro del contexto normativo de la reforma constitucional operada en 1994 -y que diera carácter constitucional a la Convención sobre los Derechos del Niño, conforme art. 75 inc. 22 de la Carta Magna-  Ley Nacional Nº 26.061, y  Leyes Provinciales Nº 13.298 y 13.634 (que recogen la doctrina de la protección integral) y conforme he expresado en otras oportunidades; entiendo que más que del cumplimiento de un lapso temporal (como año calendario o cronológico, con la tacha de la discrecionalidad al no establecer tope máximo), de lo que se trata es de proveer un dispositivo que contribuya a la modificación de la conducta del joven permitiendo una adecuada valoración (a través de sus resultados) a la hora de decidir sobre  la aplicación o no de sanción y en su caso, su mensuración (cfr. fallo CSN Nro. 1174 cit.) y no de dotar de cierto viso de legalidad a restricciones de libertad indefinidas, de corte 'tutelar' ya que ha superado la Pcia. de Bs. As. la legislación animada en la "doctrina o concepción del niño en situación irregular", con la actual normativa vigente en proceso de implementación.-


Pues para valorar la necesidad o no de imposición de pena –o su mensuración, en su caso-, a la luz de la interpretación del 4º de la Ley 22.278 que el Supremo Tribunal realizara en el precedente antes citado, he considerado ineludible en diversas ocasiones que precedieran a éste,  contar con los elementos suficientes que permitan apreciar si se han podido alcanzar en el caso concreto, los objetivos específicos del sistema de Responsabilidad Penal Juvenil que delineó el Comité de las Naciones Unidas sobre Derechos del Niño, OG Nº 10-2007 y receptó nuestra ley provincial de la normativa constitucional; a los que por otra parte, todos los operadores –judiciales y ejecutivos- que lo integramos, debemos propender en las distintas etapas e intervenciones del proceso penal juvenil; opinión que fuera compartida por mis colegas del Tribunal y no mereciera en ese momento y/o con ulterioridad en autos, oposición u objeciones de las partes.-


Consecuentemente con ello y dictado el veredicto, se dispuso la continuidad de la coerción personal en carácter de medida socioeducativa durante la etapa (en su doble función cautelar-pedagógica), para posibilitar además, dicho aseguramiento procesal de naturaleza formadora,  merituar a la fecha las cuestiones en tratamiento en ésta sentencia, tanto con su resultado en evolución del propio proceso individual de responsabilización de N. por el hecho atribuído (de lo que dán cuentan los informes del establecimiento de cumplimiento de la misma) como con el que arrojaran las nuevas diligencias periciales interdisciplinarias para las que esencialmente, fueran propuestas y ordenadas en la causa.-


Ha obrado en todo momento también en conocimiento del joven -de acuerdo a lo oportunamente dispuesto-, cuáles serían las consecuencias que acarrearía su modo de cumplimiento de la medida de coerción en ejecución  y los motivos del diferimiento de la decisión sobre la sanción penal (conf. 69 "in fine" ley pcial.); a quien no sólo se le hizo saber en la audiencia de debate y mediante la resolución recaída ulteriormente, que debía mediar previamente la consecusión de los requisitos para dictar ésta sentencia, sino que recibió durante todo el proceso, debido asesoramiento y acompañamiento legal.-


En ese marco es entonces que en la resolución que dispone la cesura del juicio,  se ordenó al Instituto "L.L." de la ciudad de A.,  la remisión de informes MENSUALES de evolución del joven (sin perjuicio de la carga de la Defensa) a estar a la finalidad específica del fuero especial y para poder, además, en ésta instancia decidir; los que periódicamente remitidos se encuentran glosados en autos.-


En incidencia resuelta en 7 de mayo del cte. año, la Defensa solicitó salidas al domicilio del joven con supervisión institucional, encuadrando el pedido en el art.73 de la ley especial o en el 163 inc. 2 CPP.- Quedaron reflejados en la providencia de mención, los siguientes conceptos que excepcionalmente consigno por encontrarlos útiles y aclaratorios a lo que ha de resolverse:"...Que la continuidad en la vigencia de la medida CAUTELAR de coerción y SOCIOEDUCATIVA privativa de libertad (en la doble función que detenta para el fuero especial), no ha sido materia de discusión por las partes -ni el lugar de su cumplimiento con consenso del joven y la madre-, tal se encuentra previsto tanto en la ley Pcial. del fuero como en el ritual de aplicación subsidiaria; siendo clara, por otra parte,  la disposición contenida en el art. 57 de la ley especial al establecer que: "Firme la sentencia, deberán cesar todas las medidas dispuestas con anterioridad" mas teniendo en cuenta que en autos, adoptada decisión de acuerdo al art. 56 del mismo cuerpo legal, el pronunciamiento que decide sobre la aplicación o no de sanción penal (como sentencia propiamente dicha), ha sido diferido hasta el cumplimiento de los requisitos que la ley nacional especial prevé.-"


"En consecuencia, de solicitarse y acogerse un instituto morigerador de la misma de acuerdo a los extremos previstos en el Código ritual  de aplicación EN SUBSIDIO, podría encontrar encuadre en una atenuación a la medida de coerción en curso (y no, por ejemplo, en una alternativa a la prisión preventiva dictada -y consentida- en la etapa de garantías; cuya continuidad se resolviera en esta instancia hasta la oportunidad antes establecida y no fuera materia de recurso más que en cuanto fusiona necesariamente la cautelar con la defensa de fondo, al disconformarse la Defensa con el rechazo en primera instancia respecto de la existencia de eximente de responsabilidad alegada).-"


"Mas lo que el Fiscal objeta en primer lugar, es que lo que se pretende, configure normológicamente la morigeración prevista en el art. 163 inc. 2do. del CPP pues a diferencia de la atenuación allí prevista,  se trataría de  visitas familiares que, por diversas circunstancias que en el caso se plantean, excepcionalmente, se pide se realicen en otro espacio físico diverso al institucional.-"


"En segundo lugar y sentado ello, entiende no han sido comprobadas las circunstancias de excepción que se alegan, pues la Defensa se circunscribiría a lo dicho por el joven y su madre.-"


"Efectivamente coincidimos con el Sr. Fiscal del fuero en que lo pedido no importaría el uso de algún margen de libertad responsable para el privado de ella, cual la esencia de las morigeraciones en su contenido de reinserción SOCIAL -aún cuando los compromisos asumidos en la audiencia para un adecuado cumplimiento condicionarían las visitas, sellando su suerte y continuidad futura-.-"


"Puesto que -y compartiendo aquí idénticos fundamentos humanitarios con el instituto procesal en su faz garantizadora de afianzamiento de las relaciones FAMILIARES- conllevaría la materialización de dichos contactos familiares, en otro espacio físico (dentro de la casa-hogar), pero no desprovistos de los mismos controles institucionales, sea durante los traslados al domicilio como en su permanencia en éste.-"     


"No obstante, no podemos compartir los motivos de su oposición, pues tanto la viabilidad para la materialización del pedido como si en la práctica, de generalizarse para la población institucional, acarrearía su imposible cumplimiento; resultarían cuestiones a ser evaluadas y decididas en la instancia ejecutiva de  exclusivo resorte, inclusive para la previsión de su eventual incidencia futura, lo que a este proceso importa  no sólo factor potencial, sino totalmente ajeno por involucrar situaciones de otros internos no sometidos al mismo.-"


"En lo que a N. refiere, entendemos que las circunstancias expuestas -necesidad personal del joven de contacto con su madre en pro de su bienestar y salud psicofísica; falta de medios/pasajes oficiales y problemática de salud de la progenitora, que así lo garanticen- ya lucían plasmadas en el último informe producido por el Equipo técnico de la institución, glosado a fs. 214, fundando la expresa solicitud efectuada "in fine" por las profesionales.-"


"Luego, de los informes -que como medidas de mejor decidir se dispusieran por Presidencia-, surge palmaria la realidad de las dificultades expuestas (ver informe de Secretaría de fs. 223) las que no solamente el Director del Centro cerrado de Azul confirma a fs. 224/5 sino trasciende, proponiendo incluso instancias de superación para su consecusión (por ejemplo, ante la falta de vehículo del establecimiento a su cargo, que las Areas específica de la Subsecretaría Pcial. proveería, cfr. informe de fs. 226 suscripto por Carlos Lucía, Titular de la Dirección de Institutos Penales haciendo saber se ha acordado con el Area de Traslados la articulación necesaria para que el joven pueda concurrir con frecuencia mensual a su domicilio en la localidad de C. "a fin de favorecer la vinculación familiar de A.") y peticiona se disponga favorablemente en forma excepcional, reiterando "los conceptos vertidos en informe de fecha 07/04/10" al que antes se hiciera alusión.-"


"La internación de la madre en el Hospital Municipal de ése medio luego de haber padecido una crisis nerviosa consta como "motivo de intervención del SLPPD" de G. a fs. 5 del legajo denunciado en intervención residual de familia de éste Juzgado respecto de otro niño con ella conviviente y la problemática de salud se reedita en informe de fs. 2/2 vta. del expediente de igual numeración, conformado ante la falta de superación de la situación de abrigo dentro de los plazos legales (art. 35 inc. h de la ley Nro. 13.298).-"   


"En consecuencia, los extremos alegados para la petición excepcional efectuada, cuentan con acreditación en autos que, en cuanto refiere a los hechos motivantes, excede la sola verbalización de los involucrados.-"


"Es en este orden entonces, donde inclusive, más que de contemplar la concesión de un BENEFICIO, de lo que se trataría es de HACER EFECTIVO UN DERECHO humano elemental, en cuanto y por el contrario, no existiría ninguna circunstancia que amerite a la hora, tolerar su limitación o restricción por cuestiones ajenas a la voluntad de los involucrados, siendo que surge demostrado exceden las posibilidades materiales y humanas actuales de la madre, y el joven se encuentra cumpliendo acabadamente con las pautas del Programa en que se encuentra.-"


"Y sin dudas -tal lo sostenido por la Defensa-, legalmente, acceder a lo pedido, cuenta con basamento -independientemente del instituto de forma cuya finalidad sustancial regular derechos y garantías constitucionales para posibilitar su real acceso al justiciable-,  no sólo en razones genéricamente humanitarias, sino en especial, en lo previsto en los arts. 3, 37 inc. c), 40.1 b) VII y 40.4 de la Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño; Reglas Nº 1.3; 5.1; 6.1; 26.4 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores, Reglas Nº I.3; III.18; IV.J, parágs. 59, 60, 61 y 62 de las Reglas de la Naciones Unidas para la Protección de los Menores Privados de la Libertad; Reglas Nº 37 y 79 de las Reglas Mínimas para el Tratamiento de Reclusos; parágs. 67 y 88 de la Opinión Consultiva Nº 17/02 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos; parágs. 10, 13 y 89 de la Observación General Nº 10/07 del Comité de los Derechos del Niño; arts. 2, 3, y 10 de la ley Nac. Nro. 26.061,  arts. 6, 33, 36 inc. 5, 43, 56, 57, 73 y 85 de la ley Pcial. Nro. 13.634 y en tanto no restrinja los derechos y garantías antes citados (cfr.art. 85 de la ley pcial.): arts. 1, 4, 5, 6 y sgtes.67, sgtes. y cctes. de la ley de ejecución penal provincial Nro. 12.256 y  Anexo II de la Resol. Nro. 172.-"


 En esta oportunidad como en una ulterior en que tambien se otorgó un permiso especial, la aplicación subsidiaria que se realizó de la ley de ejecución provincial, correspondió a las previsiones que contiene respecto de los PROCESADOS, siempre que no restrinjan la manda principal.-


Entendiendo, asimismo, la aplicación de la nacional, en cuanto resulte de fondo y complementario al CP (conf. interpretación en voto de la Dra. Martínez, al que adherí, en resol. de fecha 25/11/2010 en autos Nro. 347/127 "Fernandez, J. Carlos s/Homicidio calificado-Rivadavia", del TOC Dptal.).-


Es de mi opinión para lo que luego se tratará, compartida por los Titulares del MPF y de la Defensa Dptal. y sin disensos con las Magistradas que integran el Tribunal,  que mientras tramita el proceso hasta la sentencia que decide sobre la pena, si la medida dispuesta es de COERCION PERSONAL (sea privativa o restrictiva de la libertad personal) trasciende (aunque no descarta progresivamente) la aplicación de las medidas previstas en los arts. 68 a 78 de la ley Nro. 13.634, y en consecuencia amerita, en la etapa intermedia, la aplicación de los institutos asegurativos que regulan en general, los arts. 42 y sgtes. de la ley especial y los arts. 144 y sgtes. del CPP en subsidio, requiriendo de la existencia de los presupuestos en que se fundan las MEDIDAS CAUTELARES (a diferencia del régimen de SANCIONES) de dicha índole para los adultos en igual situación y simultáneamente, revestir la finalidad propia de naturaleza socio-educativa del sistema especial.-  


Por otra parte, la cesura del juicio dispuesta (por aplicación analógica del instituto que prevé el art. 372 del rito provincial) se fundaría en la aplicación del art. 4to. de la ley nacional, como normas de fondo (límites y condiciones de punibilidad: excusas absolutorias o causales personales de exclusión de pena en armonía con el CP) que la ley Nac. de régimen penal de Minoridad: arts. 1, primer párrafo; 2do. primer párrafo, 4to., 5 (reincidencia) u 8 (en función del 4to.)  contiene, para su interpretación hermenética; habiendo sido, por otra parte, su constitucionalidad examinada por el intérprete último de la Constitución: la CSJN sin observaciones en la especie, dentro del contexto normativo de la Convención, en el leading case citado, en tanto respondería a los lineamientos de la justicia de responsabilidad penal juvenil.-


Entiendo que otras previsiones dispositivas de la misma que aún se encuentran vigentes (y podrían colisionar con el plexo constitucional y la ley Nro. 26.061), resultan de resorte procesal para la aplicación de la justicia nacional pues en territorio pcial. rigen las leyes Nro. 13.298 y 13.634.-  


Dicho ésto, relevo que a fs. 267/269 vta. se dictó providencia por Presidencia, disponiendo las diligencias propias para mejor resolver, ordenatorias e instructorias del actooral, quedando tambien establecido se tendría en consideración la información remitida hasta la fecha que se indica y se tuvo por agregada.-


Por lo que en  fecha 23/11/10 -fs.346-  y una vez producidas las probanzas periciales dispuestas con intervención de las partes y del imputado se dispuso del mismo modo, fijar fecha para el acto oral del que informa el acta que antecede, a los fines de ser oídos por el Tribunal, las personas propuestas por las partes y/o convocadas al efecto por éste órgano judicial,  el joven y los representantes del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa de intervención; todo ello en forma previa a resolver conforme la norma antes citada de  la ley nacional especial  y la legislación de fondo en consonancia con la ley Nro. 13.634 y sus modificatorias.-


En el acto depusieron testimonialmente, DIEGO SAN MARTIN -Subdirector del Centro Cerrado Leopoldo Lugones-; M. A. B. -progenitora de A.-  P. J. B. -tío materno de A.- y C. M. N. -tío paterno de A.- quienes fueran en éste caso propuestos por la Defensa oficial y no sólo el joven tuvo  la  oportunidad  de expresarse oralmente (art. 12 CDN, 41 in fine CP y para la  manda el art. 4to. de la ley nacional y cctemente. arts. 2 a 4, 36, 43 ley Pcial. Nro. 13.634), recogiendo el Tribunal "de visu"  ésta  última  impresión; sino que se confirió a las partes con  igual  inmediación -y previo ser informadas de las cuestiones a tratar en la sentencia-, el espacio para ratificar, ampliar y/o  reformular sus pretensiones  técnicamente,  con  el  sustento normativo que entendieran aplicable a la ocasión.-


Es así que cabe recordar, en su alegato del 18/02/10, Sr.  Agente Fiscal formuló acusación de autoría penalmente  responsable  del delito de homicidio calificado por alevosía tipificado por el art. 80 inc. 2do. del CP, con atenuantes y agravantes.- Planteó en forma subsidiaria el hecho fuera enmarcado en el art. 79 del fondal y se valorara -además de las tres agravantes que en principio pidió se computen-, como circunstancia de agravación, la situación de indefensión de la víctima; siendo ésta la solución que el Tribunal receptó favorablemente y adquirió firmeza en segunda instancia.- En base a la calificación solicitada en segundo término, pidió se le imponga la pena de ocho años de prisión de cumplimiento efectivo, con accesorias legales y costas y que el joven permaneciera en su actual situación de privación de libertad hasta el momento de imposición de pena.-


Por su parte, de la alocución realizada por la Dra. Canelo en ejercicio de la defensa técnica del joven N. en la discusión final durante la audiencia de debate, cabe rescatar concentró sus mayores esfuerzos en las defensas de fondo, no cuestionando la subsistencia de la medida coercitiva que el Fiscal solicitó se mantenga sobre la persona de N.;  pidiendo en consecuencia, la absolución de su pupilo respecto del delito que se le imputó en razón de existir una causa de justificación, y en subsidio se le aplique el art. 35 del CP condenándolo al mínimo allí establecido y  la regulación de honorarios por su labor profesional; defensas que se rechazaron al tratar la cuestión tercera del veredicto y cuyos fundamentos técnicos seguramente habrán sido traducidos a su pupilo para su mejor comprensión.-

Mas en ésta ocasión y luego de ser escuchados los testigos y el joven libremente y a preguntas que se le formularon, por los fundamentos que oralizó, peticionó Titular del Ministerio Público Fiscal: se le imponga al joven la pena de trece años de prisión de cumplimiento efectivo más accesorias legales y costas.- En segundo lugar, solicita no se aplique la reducción prevista por el art. 4to. de la ley 22.278.-

 Y en subsidio, en caso de que el Tribunal considerara aplicar la reducción del art. 4to. de la Ley 22.278, y por los mismos parámetros -atenuantes y agravantes que fueran fijados en el veredicto-, solicita se le imponga la pena de ocho años de prisión de efectivo cumplimiento, más accesorias legales y costas.-

 En cuanto al juez que debe entender en la ejecución, considera que debe ser el de Ejecución del Dpto. Judicial de Trenque Lauquen, por no contemplar la Ley Nº 13.634 la cuestión.- Interín, hasta tanto adquiera firmeza el fallo, entiende el joven debe continuar transitando la cautelar en el mismo lugar que lo venía haciendo.- 

Se corrió traslado a la Defensa, quien peticiona, también por los fundamentos que oraliza, que se le exima o absuelva de pena por el delito imputado, dentro de lo normado por el art. 4to. in fine de la ley 22.278.- En subsidio se aplique la reducción prevista por el art. de mención y la doctrina del caso Maldonado de la CSJN.-

Para el caso que se aplique la pena, solicita se lo cambie de régimen y se lo traslade a una institución de régimen abierto.-

En cuanto a la ejecución, coincide con lo postulado por el Dr. Butti, y entiende que debería estar a cargo del Juez de Ejecución del Dpto. Judicial de Trenque Lauquen.-

Solicita además, en el marco de la Ley del Fuero, a razón de las próximas fiestas, si se le permite realizar una salida de las del tipo mensual ya autorizadas -que ya realizó el corriente mes- para el día de Navidad.-


Se confirió  traslado al Dr. Butti en razón de esta última petición, a lo que el mismo expone su desacuerdo, manifestando que la salida solicitada no está prevista en ningún artículo de la Ley 13.634, por lo que debe recurrirse al art.  23 de la Ley 12.256, para penados y procesados, valorando que los egresos son circunstancias de excepción-


A ello expuso la Dra. Canelo que los tratados internaciones de DDHH, en particular referidos a los jóvenes, hacen incapié en que debe procurarse que el joven no pierda los lazos sociofamiliares; coincidiendo que se trata de una excepción, pero que justamente en este marco debe hacerse lugar.-


EN SUMA y puesta la causa a decidir de acuerdo al llamamiento de autos que fuera en el acto expresamente consentido por el joven y las partes; CORRESPONDERIA se dicte sentencia EN DEFINITIVA, analizando -en su caso- en la presente, la procedencia de lo dispuesto en el art. 58 de la ley Pcial. especial.-


1) b.- En análisis pues de los lineamientos normológicos que sustentarían cuáles son las cuestiones a decidir que se determinan en el exordio, reedito   el anteúltimo párrafo del artículo antes  aludido  que expresa:  "...Una vez cumplidos estos requisitos, si las modalidades del hecho, los  antecedentes del menor, el resultando del tratamiento  tutelar y la impresión directa recogida por el juez hicieren necesario aplicarle una sanción, así lo resolverá..",  para posteriormente facultar al magistrado a reducir la escala penal al delito tentado.-


Y es así que resultaría pertinente traer al presente, por encontrarse engarzados  con  las cuestiones a resolver, los fundamentos del voto del Dr. Carlos S. Fayt en el fallo CSJN antes cit. ("M., D.E.,  causa Nro. 1174,  07/12/05) en particular en el  considerando  nro.  17  del  mismo:"…Que conforme se desprende de la regulación especial, corresponde considerar, como una primera cuestión, si cabe en relación con los hechos por los cuales el joven infractor había sido previamente declarado responsable, el beneficio de la absolución previsto en el art. 4to. de la ley 22.278 o la necesidad de pena.-..."


En consecuencia, en primer lugar, cabrá hacer referencia a todo aquello atinente al juicio de necesidad -de imposición de pena-; de acuerdo a la doctrina sentada por la Corte Suprema de Justicia en el caso citado: el juez tiene "la facultad y el deber... de ponderar la necesidad de la pena".-


1) c.- Ingresando entonces, al tratamiento específicamente de ésta PRIMER CUESTION propuesta:  JUICIO BASICO DE NECESIDAD DE PUNICION (y en  función de los principios y objetivos propios que distinguen el  Sistema  de Responsabilidad Penal Juvenil), he de efectuar algunas consideraciones previas, para luego pasar al análisis de las circunstancias concretas del caso (art. 171 CPBA, art. 106 CPP).-


1) d.- En dicha faena, prima tener en  consideración que el proceso que un joven transita a partir de la transgresión a la normativa penal requiere ser atentamente concebido como  un proceso jurídico-pedagógico, función que no  debe  ser perdida de vista .-


Ello pues, "la  personalidad se forma, decisivamente, en las etapas  de  la  infancia y la adolescencia, por lo que existe  necesidad de influír positivamente en el desarrollo de la personalidad. El Derecho Penal Juvenil descansa en general en el criterio de que la capacidad de culpabilidad de los seres humanos, es el resultado de un largo proceso de socialización y desarrollo (Javier Llobet Rodríguez  en  "Fijación de la Sanción Penal Juvenil en el Derecho  Internacional de los Derechos Humanos").-


La Corte Interamericana de Derechos  Humanos  ha  señalado que "cuando el aparato estatal tenga que intervenir ante infracciones cometidas por menores de edad, debe hacer los mayores esfuerzos para  garantizar la rehabilitación de los mismos, en orden a permitirles que desempeñen un papel constructivo  y  productivo en la sociedad" (Corte IDH,  Casos:  "Villagrán Morales", sent. del 19/11/99).-


También  ha  sostenido el Comité sobre los Derechos  del  Niño que uno de los principios rectores del sistema penal juvenil -entre otros- resulta el superior interés del niño (conf. art. 3 de la CDN) y recalca que los niños difieren de los adultos en su  desarrollo físico y psíquico, así como en sus  necesidades emocionales y  educacionales.-  Estas  diferencias constituyen la base del sistema y son  la  razón  para crear un sistema de justicia juvenil separado  del  de adultos, con tratamiento especial hacia los niños (ccte. CIDH, oct. 17/02, paras. 45 a 54).- La protección del superior interés del niño significa que los tradicionales objetivos de la  justicia  criminal  (represión/retribución) deben tomar un  camino  hacia  objetivos de rehabilitación y justicia restaurativa en el  tratamiento de los niños.- (Comité de los Derechos del Niño, Comentario General nº 10, "Derechos del Niño en la Justicia Juvenil", 9 de febrero de 2007).-


Es en éste contexto normativo en el que se alinean los conceptos recogidos en el fallo de la CSJN  en  causa  nro.  1174 a los que ya me refiriera, en cuanto se argumenta en las consideraciones  del  voto mayoritario, (ver nros. 21, 22 y 23)  en  primer  término que conforme la ley 22.278 el juez tiene la facultad y el deber de ponderar la  "necesidad de la pena".-


Esa valoración del juicio de necesidad "se relaciona con el mandato de asegurar que estas penas, preponderantemente, atiendan a los fines de  resocialización,  o  para decirlo con las palabras de la Convención de los Derechos del Niño, a la importancia de promover la  reintegración social del niño y que este asuma una función constructiva  en la sociedad (art. 40, inc. 1º)".-


La decisión,  dependerá entonces -como se anticipara- de la valoración conjunta  de  las modalidades del hecho, los antecedentes del menor, el resultado  del  tratamiento tutelar -en el marco interpretativo citado en autos y supra- y la impresión directa  recogida  por  el  juez  (conf.  art. 4to. ley 22.278), graduándose de esta forma la pena no sólo por la responsabilidad del joven en el hecho concreto, sino por la conducción de su vida, circunstancias que pueden conducir al juez a la no imposición de pena al niño declarado penalmente responsable (conf. Justicia Penal de Menores- Martiniano Terragni- Ed. La Ley- "La imposición de pena a un niño", pág. 209).-


1) e.-En dicho orden de ideas correspondería seguidamente, la valoración de las circunstancias en concreto en éste caso y en ése entendimiento, he de remitir, en primer término, a lo informado respecto de la evolución y comportamiento demostrado por el joven en éste período.-


Y  para ello, sin dejar de tener en cuenta los  glosados a fs. 214 y 247 entre otros presentados con anterioridad durante la supervisión en etapa de garantías, traigo a ésta sentencia lo consignado en los últimos receptados en la causa, dando cuenta que el joven N. : “párrafo que contiene referencias personales del joven” (15/07/10).-


El informe de 25 de agosto informa sobre la continuidad en su asistencia educativa al E.G.B. de adultos que funciona en el centro de detención, “párrafo que contiene referencias personales del joven” (fs. 293/294).-


Seguidamente, en 29 de septiembre pasado, además de reiterarse los conceptos anteriores en la faz educativa y relacional intramuros, respecto del permiso de encuentro familiar, se expresa se lo observó “párrafo que contiene referencias personales del joven” (fs. 323).-


Estas consideraciones  se reiteran en general a fs. 339, pudiendo reflexionar “párrafo que contiene referencias personales del joven”… constando a fs. 344, las fechas de salidas mensuales que realizó a su hogar, acompañado por un asistente de minoridad y trasladado en un vehículo oficial, que serían seis, desde el mes de mayo a octubre del cte. año (fs. 345), mientras el día del informe, consta que realizó otra.-  


Finalmente, el informe de 13 de diciembre último no arroja mayores particularidades, reiterando conceptos de los anteriores, expresándose la ansiedad por conocer la decisión judicial y que desde lo terapeutico se continúa trabajando para flexibilizar sus defensas, ante las dificultades que ya fueran observadas, considerando la Lic. Cano que la evolución continúa no obstante siendo positiva con respecto a la posibilidad de reflexionar sobre su posicionamiento subjetivo.- 


Oído el Subdirector del Centro Cerrado, el Sr. San Martín explicitó oralmente con detalle e inmediación lo que consta en los informes, expresando que se desempeña en la institución desde hace seis años, siendo Asistente de Minoridad.- Diò cuenta de la evolución favorable del joven desde su inicio y que lo registra como un caso excepcional por los progresos que ha hecho, porque durante un año y tres meses no tuvo ninguna sanción y por la respuesta responsable que el joven tiene respecto de las tareas que se le asignan (se encuentra a cargo de las herramientas) para lo cual se han flexibilizado los controles sin ningún problema en lo que demostró.-


Cabe de ser considerado, igualmente en evolución, las evaluaciones interdisciplinarias vertidas por los Peritos judiciales (CTA y Asesoría Pericial), cuya inicial merituación se efectuó en el veredicto (fs. 111 y vta.: psiquiátrica, fs.112 y 113: psicológica, fs. 114/115 vta.: social) resultando las experticias en ese momento, producto del responde al MPF, mientras que luego de un año y a instancias del Tribunal, se efectuó reevaluación de los mismos ítems en ésa oportunidad propuestos por el Dr. Butti y las peritos, a su vez, respondieron otros puntos de pericia que este Tribunal solicitó, con intervención de ambas partes para su proposición.-


En cumplimiento de ello, el 17 de setiembre pasado, la Lic. Oliverio, Asistente Social del CTA informó que mantuvo distintas entrevistas domiciliarias, con la madre, con una tía materna, la Sra. I.R.; dos tíos maternos, el Sr. C.B.y el Sr. P.B.; un tío paterno, el Sr. C.M.N. y la Directora de Acción Social de C. y Coordinadora del SLPPDN, María Isabel Azcárate, que arrojaron como resultado el relevamiento situacional al que remito en líneas generales que obra a fs. 315 y 316/316 vta.; con las siguientes conclusiones: “párrafo que contiene referencias personales del joven”




De las propuestas laborales de los tíos, la que surge de la entrevista del Sr. N., domiciliado con su esposa e hija de 10 años en el establecimiento rural "W. U." lugar donde trabaja hace 21 años, rescata en la entrevista como positivo que a criterio del tío, resultaría beneficioso para su sobrino si éste pudiera  insertarse laboralmente allí pues le permitiría en principio, alejarse de la comunidad de C. evitando así alguna forma de discriminación social, del que la madre se consideró exenta en su entrevista, en el marco del trato comunitario que recibe, refiriendo haber notado en A. cierta carga de ansiedad en la última visita (las que se realizan generalmente, los sábados)  y ella vincula a su futuro egreso, "aún cuando éste constituye un asunto sobre el cual no han podido todavía hablar y mucho menos contemplar proyectos de vida", siéndole permitido al joven comunicarse diariamente por teléfono de lunes a jueves en horas de la mañana.-


La Directora de Acción Social expone a la A.S. algunos factores que a su criterio, complejizarán en su posibilidad, el proceso de reinserción familiar y social del joven y que focaliza en la relación conflictiva materno-filial…..“párrafo que contiene referencias personales del joven”

Por su parte, la Dra. María Mercedes Calvo, perito médica psiquiatra de la Asesoría Pericial Dptal., luego de consignar en su informe de fecha 20/10/10 los puntos de pericia encomendados, los recaudos etico-legales adoptados, los antecedentes de autos de interés psiquiátrico forense tomados para su evaluación y los referidos por N. en la entrevista; concluye que el joven no presenta alteraciones psicopatológicas al momento actual, “párrafo que contiene referencias personales del joven”

No obstante, le atribuye “párrafo que contiene referencias personales del joven”.- 

Culmina expresando:"...La bibliografía científica existente al respecto hace referencia a un pronóstico en la mayoría de los casos desfavorable siempre que las conductas antisociales se hayan establecido como un patrón de comportamiento..."(fs. 330 a 332).-

El informe médico clínico realizado al joven, no arrojó mayores particularidades (fs. 333).-


La Perito Psicologa del CTA, Lic. Filippa, en cuanto a sus rasgos de personalidad dice que los mantiene sin modificaciones a la originaria evaluación (conf. los tres primeros puntos de la evaluación de fecha 30/09/09).-


Refiere que “párrafo que contiene referencias personales del joven”

Como resultado del abordaje psicoterapéutico efectuado, expresa que considera que no ha logrado una evolución satisfactoria y "“párrafo que contiene referencias personales del joven”

Estima, a propuesta de la Defensa,  que el joven no presenta déficit para desempeñarse laboralmente, ...“párrafo que contiene referencias personales del joven”"(fs. 336 y 337 vta.).-


Por otra parte, como se adelantó, en la audiencia del día 13 del cte. mes y año,  el  joven es oído libremente por las partes y el Tribunal.-


1) f.- En el derrotero de ésta cuestión, cabe adelantar mi interpretación, surgiría de la valoración integral y en su conjunto, tanto  de la opinión vertida por los operadores e intervinientes en el presente caso desde la faz ejecutiva, como de la prestada por los peritos judiciales del fuero especializado con el rigor y objetividad que importa su función; que si bien puede sopesarse favorablemente el accionar del joven a resultas del cumplimiento de la medida dispuesta en autos,  la observación de resultados efectuada, requeriría a mi modo de ver, la continuidad en el proceso de responsabilización personal frente a los sucesos que motivaran el proceso judicial e involucramiento subjetivo en la adquisición de pautas de convivencia., tal constituyen los objetivos propios  que caracterizan la justicia penal de menores y sobre los que, asimismo extensamente, se discurriera en oportunidad  del  dictado de la resolución que precede a ésta sentencia y a los que ya he remitido.- 


Principio, a la hora de ponderar la prueba, por sincerar algunos preconceptos adquiridos en la casuística de largos años en el fuero de menores disuelto, pues la apreciación de la prueba colectada que antes se citó, resulta  humanamente filtrada por ése tamiz.-


Es así considero como debilidades y fortalezas respectivamente, en cuanto a su entidad y  peso probatorio, que lo informado desde la instancia ejecutiva necesariamente se encontraría trasvasado por la cotidiana relación intrainstitucional traduciendo un entramado vincular intersubjetivo especial que involucra al joven, el personal y las autoridades de la institución, su terapeuta (quien realiza su labor en condiciones de encierro), otros miembros del equipo técnico y sus pares (máxime luego de un año de permanencia y convivencia intramuros) lo cual, como evidencia en su real existencia, aparece como de difícil dubitación en tanto producto y consecuencia de las naturales relaciones humanas.-


Mas el grado de implicación subjetiva de los operadores en el caso, guarda una directa conexión con la capacitación recibida y la experiencia de unos y la ética profesional además, de los otros.-


Este factor de involucramiento quedó evidenciado en las expresiones orales del Sr. San Martín durante la audiencia en que claramente demostró la consideración y afecto que le genera el joven, respecto del que le costó vencer las barreras que posee para comunicar sus sentimientos preocupándose a preguntas que se le hicieron que a él no le correspondía juzgar su conducta (lo que puntualmente no se le preguntó pues se le aclaró esa fue y es una tarea del Tribunal) manteniéndose al margen de cualquier comentario que pudiera resultar negativo valorativamente para el joven.-


No surge, a contrario y para lo que resulta de interés, se haya suscitado en esta causa durante el período de intervención institucional, ninguna situación específica que pueda traslucir algún tipo de animosidad que redunde en perjuicio del joven N. al momento de su apreciación.- Y a la inversa, para su valoración en términos favorables, es de tener en cuenta que, justamente por ésos mismos motivos, son precisamente los operadores que conviven con el joven durante todo el día, los que más exhaustiva observación (en situación de encarcelamiento, prácticamente sin margen de desconocimiento) pueden aportar respecto de la exteriorización de su conducta.-


Así, para todo lo que ha de ser tratado en esta sentencia, sopeso de los  informes presentados por el establecimiento de ejecución de la medida socioeducativa, la exteriorización en la faz institucional de una evolución positiva en el proceso iniciado concomitantente al hecho, sin encontrar en quienes los produjeron, ningún elemento que contamine su aptitud probatoria, más allá de los factores que antes he señalado y constituyen necesario aditamento en la elaboración de las probanzas.-


Los peritos judiciales, por su parte, se encuentran afuera de ése trasvasamiento intersubjetivo y pueden emitir opinión en condiciones de mayor objetividad, mas en éste caso en dos únicas oportunidades y durante un período acotado de tiempo que también -por éso mismo-, restringiría en principio (y de hecho) la observación, que lo es además, de un sujeto que concurre a someterse por orden de otro en una posición de poder a su respecto, a una situación de entrevista pericial (en un enfoque francamente instrumentalista de la persona "periciada"), importando, asimismo, una base de trabajo referenciada (condicionada en parte) por una particular disposición individual del entrevistado, o la carencia de ella.-


No obstante cabe considerar, los peritos contarían con herramientas para dirigir o semidirigir la intervención mediante entrevista a fin de inducir la obtención de la información (o mediante la administración de pruebas psicotécnicas) que les posibilite el responde, siendo guiada su práctica también no sólo por la capacitación y la ética profesional, sino en muchos casos, por protocolos que pautan y objetivizan el procedimiento pericial, no resultando en cambio estandarizada aún como necesidad de la agencia judicial,  su periódica supervisión profesional.-


En el caso de autos, las peritos actuantes pertenecientes al CTA cuentan con una amplia experiencia de intervención en el fuero disuelto, resultando especialmente destacable la exhaustivad, seriedad y responsabilidad en su práctica de la Lic. Oliverio -como ha sido habitual en mi observación con anterioridad- (fs. 315/316 vta.) y respecto de los Peritos en Psiquiatría, la labor pericial del Dr. Abásolo en la primer pericia (en ocasión de la segunda, se habría acogido a los beneficios jubilatorios), se encuentra avalada por una sólida carrera forense, mientras al informe presentado por la nueva perito, le atribuyo dotes de prudencia y seriedad en el responde, habiendo minuciosamente consignado las fuentes de su obtención con conocimiento informado en forma previa del entrevistado, en una muestra especial de respeto hacia el sujeto que, si  frecuentemente así se realiza, en no muchas pericias de las observadas, se formaliza expresamente como circunstancia de relevante calidad e interés (ver "recaudos técnico-legales" a fs. 330 de la pericia practicada por la Dra. Calvo).-


Cabe reiterar, el resultado obtenido en su conjunto, tanto en la faz ejecutiva como pericial, no ha merecido objeciones ni impugnaciones de las partes, en cuanto a su contenido o procedimientos de consecusión u obtención.- 

    
Confiero pleno crédito en consecuencia, a las pericias aportadas por los profesionales que resultan contestes y concordantes con las circunstancias de los autos en su conjunto, analizadas desde el inicio hasta la fecha.-


Dicho lo cual valoro que, no escapa a mi apreciación debemos partir del convencimiento en cuanto a que las características de personalidad del joven, que se corresponden a una base estructural (de difícil reversión, de acuerdo a las peritos) en modo alguno 'per se' le serían (en cuanto a sus consecuencias) penalmente atribuíbles; como tampoco y en términos de peligrosidad, podría inducir ésta decisión, una pronóstica conducta a futuro en su nuda  potencialidad.-


Mas en aquellos aspectos que pudieren redundar en una mejoría en el desenvolvimiento conductual del sujeto individual, familiar y social, (para los que su apertura o no requiere de un necesario componente voluntario de su parte, que sólo puede tener su origen en una sentida y real disposición de asumir la responsabilidad respecto del acto), no puedo más que ponderar negativamente, la ausencia de voluntad para revisar mediante la intervención institucional, aquello que redundó en la pérdida de una vida, independientemente de sus resultados.- 


En este aspecto ambas pericias psiquiátricas (realizadas en distintos momentos y por diferentes profesionales) son contestes en la preexistencia y existencia (o subsistencia) actual, de rasgos en el sujeto de falta de autorreproches y de empatía y tendencia a depositar las responsabilidades en terceros, los que la perito psicóloga a la actualidad manifiesta, persisten como incapacidad para asumir la responsabilidad de sus actos, no expresando culpa, arrepentimiento ni angustia respecto del hecho cometido, justificando su accionar por las circunstancias y con actitud defensiva, entendiendo la Lic. Filippa que el abordaje efectuado psioterapéuticamente no ha logrado una evolución satisfactoria.-


Además de la intervención terapéutica dentro de lo institucional (donde éstos rasgos tambien aparecen descriptos, aún cuando la Lic. Cano advierte, no sin dificultades, va flexibilizando su postura en ciertos aspectos que pueden considerarse conexos) es de denotar que el colocarse fuera de los hechos que lo tuvieron como protagonista, resultó uno de los aspectos relevantes de la Defensa técnica (legítima defensa), lo cual fue desvirtuado contundentemente (en la reconstrucción histórica  del desarrollo de los hechos)  al tratar las distintas cuestiones del veredicto, y puntualmente la existencia de eximentes, no habiendo mediado planteo -ni se advirtió ninguna circunstancia (tampoco a la fecha se desprende de las pericias)- que le impidiera u obnubilara la comprensión de lo ocurrido.-


Es así que además,  las Peritos Psicóloga y Psiquiatra no clausuran -no obstante las reservas- la posibilidad de profundización del proceso de responsabilización personal hacia su reinserción social bajo determinadas condiciones de acompañamiento y supervisión familiar y profesional.-


Y en ello se hace particular hincapié, pues se proyectó que por sí mismo el joven no asumiría un compromiso psicoterapéutico que pudiera ser coayuvante a futuro, en ése proceso de responsabilización interno.-


Ello, ligado a que la posibilidad de asunción real de responsabilidades aunque condicionada, aparecería latente y vigente y es en tal aproximación disciplinaria en que se asentaría, en mi interpretación, su exigibilidad al sujeto y la necesidad desde ésta intervención, de contrarrestar situaciones que pudieran resultar a la postre, favorecedoras del enquistamiento en el comportamiento antisocial (a estar al diagnóstico y pronóstico psiquiátrico) sea por la falta de instauración de un límite simbólico, como por la prematuridad de avanzar en un proyecto que no garantice una necesaria contención; en tanto sería de denotar  en beneficio del futuro de N. que, de hecho, desde la intervención operada en la faz ejecutiva, habría existido un  progreso en la salud psicológica del joven (que pudiera favorecer en sus connotaciones futuras el proceso de reinserción social), desde el inicio de su asistencia por la Lic. Cano; aún cuando no obstante lo resuelto en el veredicto continúa considerando (como técnicamente se planteó en el debate) que él sólo se defendió y la culpa fue de la víctima Funes al que él mató.-


Todo lo expuesto me permite inferir que N. PUEDE potencialmente (con las limitaciones propias de su estructura) "hacerse cargo" subjetivamente del hecho penalmente atribuído, mas en algún punto aún NO QUIERE, no obstante la afectación de medidas y recursos interdisciplinarios e institucionales disponibles que fueran puestos al servicio de ése proceso de reflexión y concientización personal.-  


 Es en función de las consideraciones ponderadas que reafirmo, la prerrogativa esencial de búsqueda de la asunción de responsabilidades, es la que se ha perseguido en  el transcurso  de  la medida cautelar socio educativa dictada, y el saldo se reedita en su relevancia al arribar a decisión en el juicio de NECESIDAD  O NO de imposición de sanción penal respecto de la conducta típica que oportunamente fuera analizada.-


Y en mérito de las mismas, me anima a sostener que la gravedad del hecho atribuído -en que el valor conculcado ha sido el más preciado que es la vida humana-, y de acuerdo a los conceptos antes vertidos sin perjuicio cabe destacar el avance positivo logrado por el joven; redundan en la conveniencia de continuar trabajando juntamente con éste hacia la obtención de la finalidad última del Sistema especial.-


A su respecto, tal como sostuviera el Dr. Torcoletti, Juez de Responsabilidad Penal Juvenil de Mercedes en autos Nº 1220/56/09, Acuerdo del mes de octubre de ése año, trayendo el voto sostenido por el Dr. Porta en causa Nº 1924/07/08 (Castillo: del 08/06/09), en la que llevara la voz cantante y en lo suyo dijo: " ... Nada es más difícil que el tratamiento de ésta cuestión… dos presupuestos de normativas internacionales que a mi criterio marcan el camino desde una perspectiva general tendiente a buscar el justo medio entre aquellos dos presupuestos cuales son los derechos de primacía en el tratamiento del menor sometido a un proceso penal y el de la paz social; son estos dos presupuestos normativos referidos el art. 1 punto 4 de las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas para la Administración de la Justicia de Menores -Reglas de Beijing- adoptadas por la Asamblea General en su resolución 40/33 del 28/11/1985 cuando reza: "... La justicia de menores se ha de concebir como una parte integrante del proceso de desarrollo nacional de cada país y deberá administrarse en el marco general de justicia social para todos los menores de manera que contribuya a la protección de los jóvenes y al mantenimiento del orden pacífico de la sociedad ...". Y como segundo presupuesto el segundo apartado del Preámbulo de la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre aprobada en la Novena Conferencia Internacional Americana, en Bogotá, Colombia 1948 incluida con supremacía constitucional en el art. 75 inc. 22 de la Carta Magna cuando reza con profunda ecuanimidad y sabiduría: "... el cumplimiento del deber de cada uno es exigencia al derecho de todos los derechos y deberes, se integran correlativamente en toda actividad social y política del hombre. Si los derechos exaltan la libertad individual, los deberes expresan la dignidad de esa libertad ..."

 
Cabe tomando éste último concepto que, es en la faz subjetiva del sujeto de reproche como integrante único e inescindible de ése entramado social, donde recalan los objetivos específicos del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil por el contenido pedagógico que orienta a CADA UNA DE LAS ETAPAS del proceso, durante cuyo tránsito  no puede omitirse la diferenciación con las finalidades de la justicia de mayores: así lo ha remarcado la Corte Interamericana de Derechos Humanos en la Opinión Consultiva, tanto como el Comité de los Derechos del Niño en la Observación General Nº 10, y más recientemente en la Observación General Nº 12, donde se acentúa la importancia de la participación del joven en todas las cuestiones en la que esté involucrado como modo de reforzar su entidad de sujeto de derechos y también, obligaciones.-


Es entonces que la sanción cuenta como horizonte una finalidad de prevención especial, mas nunca puede estar fundada en razones de defensa social, sino en propender al objetivo de reinserción del interesado en la sociedad (fallos TOM nro. 1 y nro. 2, causas 3378/3470/2005; 1886/1949/2004; 3700/2005 al pie , págs. 209 y 210, "Manual..."Justicia Penal de Menores" Martiniano Terragni.- 


Al decir de Mary Bellof,  hay una palabra que resume a la Convención sobre Derechos del Niño, ésta es responsabilidad.- La responsabilidad del Estado, de la familia, de la comunidad, y también del niño infractor de la ley penal, pero atendiendo a sus circunstancias y características particulares (Regla Nº 16 de las Reglas de Beijing); que importará la consideración especial entonces de aplicar una sanción no sólo congruente al delito que hubiera cometido, sino en la pretensión que la misma no tenga una finalidad represiva, sino restaurativa (Corte I.D.H. OC-17/2002).-


La dimensión pedagógica del rito penal es precisamente el reto que se propone el sistema de responsabilidad penal juvenil: sin instancia simbólica para administrar el conflicto, para que el adolescente pueda visualizar las consecuencias de su acción así como entender cuáles son las reglas de la comunidad a la que pertenece, el sistema de justicia penal juvenil carece de sentido (Ver Mary Beloff, en "Algunas confusiones en torno a las consecuencias jurídicas de la conducta transgresora de la ley penal en los nuevos sistemas de justicia latinoamericano").-


Considero que, a partir de la apreciación de las probanzas colectadas,  no ha resultado posible aún alcanzar aún dichos objetivos, en función de lo cual, no puedo  más que  inclinarme por la necesidad de imposición de pena al joven N. en  relación  al grave hecho disvalioso objeto de reproche en autos, en cuanto sólo puedo visualizar la perspectiva de que sea el peso contundente de la sanción como límite y como marco dentro de su cumplimiento efectivo, (aún siguiendo para su ejecución subsiguiente progresividad que asegure una transición desde el encarcelamiento a un medio abierto -como luego se desarrollará-),  el que permita  intentar, desde un ámbito externo, la adquisición de aquellas  pautas  que en el joven todavía no han sido totalmente incorporadas, cuando a la inversa no surge acreditado de las probanzas de la causa, exista alguna puntual imposibilidad de hacerlo, a pesar del grado de dificultad.-


De sus dichos, tal como señalado por el Fiscal, la posibilidad de arrepentimiento sólo fue verbalizada en la audiencia a pregunta en concreto de Presidencia, mas sí resultó observable la angustia que le produjo luego de la petición de pena del Fiscal, el relato de la Defensa respecto a su historia de vida que lo habría obligado a trabajar a los 14 años, dejando la escuela, por la disolución familiar y la enfermedad de la madre.- Rescató el joven lo aprendido en su estadía institucional porque "de lo malo hay que sacar lo bueno".- 


Dicha sanción,  propenderá  entonces, a operar en el  ánimo del joven incuso como corolario de un proceso judicial que ha impulsado simultáneamente intervenciones administrativas para coadyuvar con un adecuado desarrollo de su personalidad.- 


Es decir, mediante su imposición,  se  intentará  enfrentarlo una vez más a las  circunstancias  de  sus propios actos en cuanto éstos han trascendido la esfera  individual para vulnerar o menoscabar dolosamente derechos de terceras personas lo que, en la especie,  reviste  carácter de orden público.-


En el caso de autos, ya la medida cautelar que el joven cursa como se ha dicho, ha procurado tener por sí misma, fundamento socio-educativo en una idea de reparación en sentido amplio (cfrme.  explica Aída Kemelmajer de Carlucci, en su obra "Justicia Restaurativa" -Posible respuesta para el delito cometido por personas menores de edad-, Ed. Rubinzal-Culzoni, 1ra. ed. año 1994, pág.99 a 100, 155/59) tratando que coadyuve a una genuina responsabilización, no sólo en sentido jurídico sino social; pues resulta plausible que la vida truncada irremediablemente no tiene devolución posible en lo real; mas considerando fundada la demanda actual de la instauración del límite último que constituye la pena, si bien lo es sustancialmente a los efectos de contribuír a operar  desde el propio proceso interno que constrictivamente coayuve a la efectiva asunción de responsabilidad por los actos propios, quizás simultáneamente pueda también  colaborar hacia afuera, a la  reconstitución o recomposición de los lazos sociales afectados, (sobre todo teniendo presente el joven N. y su familia forman parte de una comunidad pequeña donde la trascendencia de la esfera individual a lo público reviste un acotado tránsito y una particular connotación).-


En la diferencia entre castigo y sanción reparatoria, y cuando sostengo la importancia de que la sanción opere como instauración de límites, aclaro que me refiero a aquellos que con todo  su peso simbólico implica la Ley para el sujeto de reproche, en el siguiente sentido ( y no de meramente asumir una función paterna sustitutiva en donde el castigo opere como formativo, como sucede con los niños): "hacerse responsable de los propios actos es responder por las propias elecciones y decisiones. Es la libertad de elegir cuáles con los modelos y los espejos en que mirarse. El joven o adolescente que cumple con una medida (en este caso, una sanción) tendrá oportunidad de establecer nuevas relaciones sociales con nuevos significados e internalizar los códigos de comportamientos vigentes" (págs. 16 a 18 IV.-RESPONSABILIDAD Y REPARACION, en "DERECHOS DE NIÑOS, NIÑAS Y ADOLECENTES", seguimiento de la aplicación de la Convención, publ. 2010 de Secretaría de Dchos. Humanos, Mrio. de Justicia, Seg. y Dchos.Humanos, Presidencia de la Nación).-


En suma, lo que propongo es que la PENA (como se intentó con la cautelar)  opere nuevamente como una OPORTUNIDAD para N. (y para la sociedad en general a la que él pertenece)  en el sentido antes invocado, como objetivo deseable que no puede sin embargo ser traducido al decidir la sanción aplicable y su medida, en desproporcionada o injusta, como se tratará más adelante.- 


En consecuencia de todo lo que, en primer lugar, propongo a mis colegas la DESESTIMACION de la solicitud de eximición de pena incoada por la Defensa, considerando no sólo CONVENIENTE, sino NECESARIA, la IMPOSICION DE SANCION PENAL al joven de autos por los delitos  cuya comisión penalmente responsable le ha sido atribuida,  sosteniéndome  en el íntimo convencimiento que no  respondería  al ideal de justicia el abstraerme de dicho pronunciamiento y menos aún se ajustaría, en este estado, al interés superior de N., menor de edad al momento del hecho juzgado  (art. 3 CIDN); lo que resulta ser mi sincera convicción (art. 4, inc. 2 y 3, anteúltimo y último párrafo, a contrario, ley Nro. 22.278; arts. 1, 58, sgtes. y cctes. de la ley Nro. 13.634; 209, 210, 373  y 375, inc. 2 CPP).-


A su turno, la Dra.Claudia Beatriz Dana votó en idéntico sentido que la Dra. Grassi, por ser ésa su sincera convicción y aplicación de las mismas normas de la leyes especiales  provinciales  (art. 4, incs. 2 y 3, anteúltimo y último párrafo a contrario, ley Nro. 22.278; arts. 1, 58, sgtes. y cctes. de la ley Nro. 13.634; 209, 210, 373  y 375, inc. 2 CPP).- 


Por su parte la Dra.Zulema Inés Corona, adhirió al voto de la Magistrada que lleva la voz en el acuerdo, por ser ésa su sincera convicción y aplicación de las normas citadas (art. 4, incs. 2 y 3, anteúltimo y último párrafo a contrario, ley Nro. 22.278; arts. 1, 58, sgtes. y cctes. de la ley Nro. 13.634; 209, 210, 373  y 375, inc. 2 CPP).- 


2).- Habiéndose respondido  AFIRMATIVAMENTE a la primer cuestión, corresponde dilucidar el SEGUNDO INTERROGANTE a plantearse: Qué quántum de pena corresponde  imponer? y así a continuación, la Dra. Diana Grassi dijo:


2) a.-Explicitada y fundada la necesidad de aplicación de pena, correspondería para  su  determinación, aplicar las pautas establecidas por los art. 40 y 41 del C.P. (tal como  ha sido establecido en el veredicto) sin perder de vista   el principio rector de proporcionalidad que la misma debe guardar con el  hecho atribuído dentro de los parámetros del art.  4to.de la ley 22.278 en concordancia con los que rigen  al Sistema de la Responsabilidad Penal Juvenil (art. 40.4 CIDN,  Reglas de Beijing 5.1 y 17a), su interpretación en  fallo  CSJN Nro. 1174 antes  referenciado  -en cons.13  a 23- y otras consideraciones doctrinarias en la especie "Lineamientos de la determinación de la pena"  Patricia  S.Ziffer,  -ed.  Ad-Hoc,  pág.   93   y sgtes.).-


En éste acápite, remito entonces a los fundamentos vertidos al tratar la existencia de atenuantes y agravantes, en función de los que el Tribunal entendió concurrían las primeras, dando igualmente respuesta favorable a la petición fiscal en cuanto a las circunstancias de agravación pero computando exclusivamente, la  indefensión de la víctima (cfrme. tratamiento de CUARTA y QUINTA cuestión del veredicto en relación al ulterior desarrollo de la calificación legal, ver fs. 151 A 185 de ésta causa).-


No obstante consigno que el Sr. Agente Fiscal, en ello concordantemente con la Defensa a su turno,  solicitó el Tribunal tome en cuenta como circunstancias atenuantes, la falta de antecedentes, su historia vital que surge del informe psicológico y socioambiental y el buen concepto informado por la testigo T. y así se ponderó, con remisión a los principios rectores del Sistema de RPJ, que también que  correspondía la  merituación en el acápite, de la historia familiar del joven tal cual resulta descripta en el informe social ( fs. 114/115 vta.) y la composición del grupo familiar a cargo de una progenitora con problemas de salud con dificultades para ordenar la vida familiar y una figura paterna ausente: “párrafo que contiene referencias personales del joven” 


Quedando expreso que"...Es así que, como se ha señalado, no pasa desapercibida en esta valoración la conflictiva familiar que ha enmarcado el proceso de crecimiento de éste joven, lo que indudablemente ha sido y es un duro escollo a resolver todavía en esta etapa de su desarrollo psicológico en su transición a la edad adulta, lo que asimismo no ha sido acompañado externamente en su evolución al resultar truncos sus estudios, habiendo desertado del sistema escolar a los 13 años y sin inserción laboral estable, circunstancias que obstan a su completitividad social y que aúnan a su situación de vulnerabilidad que igualmente computo.-..."


En la oportunidad referida, que a la postre resultó confirmada en la instancia revisora, se trataron entonces tanto las circunstancias previstas en el inc. 1ro.del art. 41 CP como las establecidas en el inc. 2do.del mismo artículo, las que fueron analizadas a la luz del SRJP, por lo que entiendo, a la hora, cabe la  común ponderación de la agravante de mención en consonancia con el parámetro establecido por el artículo 4to.de la ley especial que remite "a las modalidades del hecho"; como la menor edad y la ausencia de antecedentes computables (que refiere el artículo, en su anteúltimo párrafo), entre la circunstancia de atenuación que antes se citó y  remite a su particular historia de vida.-


Asimismo y en lo atinente al "resultado del tratamiento tutelar", es de recordar que ya oportunidad de la consideración en el veredicto quedó establecido el cómputo favorable de "... los esfuerzos que viene realizando según las pautas de conducta y convivencia del régimen institucional que transita ..." y a la hora considero, habiendo mantenido el joven de continuo la misma voluntad y empeño en el cumplimiento de las pautas institucionales (como se tiene por probado con los informes producidos), correspondería se amerite con especial incidencia en la graduación,  en los mismos términos positivos.-


Es así que, en  ése  lineamiento y ponderando  los  extremos  para la mensuración de la pena, también debo considerar los conceptos recogidos en el fallo de la CSJN (causa nro. 1174) antes indicado,  el  cual  resulta  atendible como parámetro interpretativo en un supuesto de máxima: importó en su momento, como ya se dijo,  el examen  de constitucionalidad del art. 4to. de la ley especial  con  la  Constitución  Nacional  y  el  bloque constitucional  federal en la materia (en tanto aún -mas luego de la sanción de la ley Nro. 26.061- no se ha producido paralelamente la adecuación normativa en el orden penal especial a la CDN- y ante la aplicación  de  la pena más alta prevista en la escala penal (reclusión) para  el delito atribuido que afectara  el bien  jurídico de mayor protección : el de la vida humana, tal sucede en los presentes obrados.-


Allí el Dr. Fayt en el cons. Nro. 17 que ya se citó, amerita el tratamiento como "...Como segunda cuestión y en su caso, si se aplica el marco legal que por regla corresponde a la tentativa,  o bien el del delito consumado, para luego recién después determinar la pena.- En tal caso, se merituarán en su conjunto las circunstancias dimanadas de la aplicación de todas las normas de fondo que regulan la pena y su determinación, incluyendo las de la misma naturaleza fondal contenidas en el régimen especial (conf.  art. 4to. ley 22.278) en el contexto de los parámetros constitucionales y supranacionales de directa operatividad.-


Se argumenta en  las  consideraciones del voto mayoritario, (ver nros. 21, 22 y 23) en  primer  término  que conforme la ley 22.278 y en el marco de la facultad-deber de ponderación de la pena no puede soslayarse "...el mandato constitucional que ordena que toda pena privativa de libertad esté  dirigida  esencialmente a la reforma y readaptación social de los condenados (art. 5 inc. 6, CADH) y que el  tratamiento penitenciario se oriente a la reforma y  readaptación social de los penados (art. 19  inc.  3ro., PIDICP), exige que el sentenciante no  se  desentienda de los posibles efectos de la pena desde el  punto  de vista  de  la prevención especial.".-


El Supremo Tribunal sostuvo que "cuando se trata de hechos cometidos por menores, la situación es diferente,  pues,  en  caso  de que el tribunal decida aplicar efectivamente una pena, aún debe decidir acerca  de  la aplicabilidad de la escala de la tentativa. En consecuencia, ya no es suficiente con la mera enunciación de la tipicidad de la conducta  para  resolver cual  es  la pena aplicable. Un hecho ya no es igual a otro,  sino  que  es necesario graduar el ilícito y la culpabilidad correspondiente... En el caso de los  menores, la concreta situación emocional al  cometer  el hecho, sus posibilidades reales de dominar el curso de los  acontecimientos,  o  bien la posibilidad de haber actuado impulsivamente o a instancias de sus  compañeros,  o cualquier otro elemento que pudiera afectar la culpabilidad adquieren una significación distinta, que no puede dejar de ser examinada al momento de determinar la pena..." (CSJN,  "M.  D.  E.  y otro  s/ robo agravado por el uso de armas en concurso real con homicidio calificado, Causa antes cit.  Nro. 1174-, sentencia 07/12/2005, parágs. 14 a 20 y 35 a 40,  en los que sustancialmente se reafirma que "el reproche penal de la culpabilidad que se formula a un niño no puede tener la misma entidad que el formulado normalmente a un adulto",  que "la peligrosidad como fundamento de la pena sólo es admisible cuando se concibe al ser humano como una cosa más entre todas las cosas" y que "en el marco de un derecho penal compatible con la Constitución y su concepto de persona no es posible eludir la limitación que a la pena impone la culpabilidad por el hecho, y en el caso particular de la culpabilidad de un niño, la reducción que se deriva de la consideración de su inmadurez emocional o afectiva universalmente reconocida como producto necesario de su etapa vital evolutiva, así como la inadmisibilidad de la apelación a la culpabilidad de autor, por resultar ella absolutamente incompatible con nuestra Ley Fundamental. En tales condiciones, no resta otra solución que reconocer que la reacción punitiva estatal debe ser inferior que la que correspondería, a igualdad de circunstancias respecto de un adulto").-


Lo  que, claro está  nos conduce a evaluar si correspondería, en el presente caso, hacer uso de la facultad para efectuar una reducción en la escala a la que impone el tipo  penal  atribuido  al joven N.,  conforme  confiere  el último párrafo del art. 4to. de la ley nacional Nro. 22.278, lo que adelanto a mis colegas, considero procedente.-


Para la consideración de ésta cuestión, es de  traer  lo referido por la regla nro. 5.1 de Reglas de Beijing, en cuanto trata los Objetivos de la Justicia  de  Menores y expresa que "El sistema de justicia de  menores  hará   hincapié en el bienestar de éstos y garantizar  que cualquier respuesta a los menores  delincuentes será  en todo momento  proporcionada  a  las circunstancias del delincuente y del delito".-


El comentario del citado artículo menciona como uno de los objetivos de la justicia de menores el de  proporcionalidad, expresando que este principio es conocido  como un instrumento para restringir las sanciones  punitivas, por lo que la respuesta no debe basarse sólo en la gravedad del delito sino  también  en las circunstancias personales del imputado, expresando que  han de influir en la proporcionalidad de la reacción. (Javier Llobet Rodríguez, en "La Sanción Penal Juvenil")-


Este principio rector en cuanto a la sanción penal a imponer al joven infractor está específicamente contemplado en el artículo 58 de la ley del fuero, como asimismo en el art. 17 de las Reglas  de  Beijing, que en su inc. 1 señala que la respuesta al delito debe ser proporcionada, no sólo a la gravedad del delito, sino también a las circunstancias  y  necesidades  del  menor, norma ésta que debe valorarse en consonancia con el principio rector  de  rango  constitucional del interés superior del niño (art. 3 CDN y art. 4 Ley 13.298).- 


Teniendo en cuenta las circunstancias valoradas como atenuantes dentro de los parámetros propios que regulan el Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil y en ése cauce, el comportamiento y la evolución favorable que el joven viene manteniendo de continuo durante más de un año en la institución que lo alberga y durantes los permisos supervisados que se autorizaron, no puedo más que concluír que en el presente caso, entiendo  CORRESPONDERIA SE APLIQUE LA REDUCCION a que la ley faculta, en la escala penal del  delito atribuído al joven N., conforme faculta el anteúltimo párrafo "in fine" del art. 4to.de la ley especial.-


Del voto del Dr. Fayt, parág. Nro. 18 en la crítica efectuada al fallo recurrido en precedente antes cit., el Magistrado sentencia: "...aún cuando hubiese correspondido la imposición de una pena el a quo debió valorar en un 'ejercicio de adaptación', el buen comportamiento que el joven observó intramuros y, entre otras pautas, las positivas actividades que realizó estando privado de su libertad" con cita a los comentarios reglas de Beijing, 6.1 a 6.3; tal resulta acreditado en ésta causa mediante los informes institucionales producidos que ya han sido referenciados, en ésos mismos términos aquí aconteció, por lo que ameritaría  sea consecuentemente sopesado en igual sentido  favorable al imputado, en el presente caso.-

Tomo igualmente en cuenta lo expuesto por dicho Magistrado en el leading case citado, cuando al referirse al alcance otorgado al ´termino "peligrosidad" previsto en el art. 41 del CP, sostiene que deben merituarse otros factores que permitan graduar la culpabilidad para decidir la necesidad y la medida de pena aplicable y en ésa línea, "nada empece a que consideraciones ajenas al hecho y a su reprochabilidad como ser la sola edad del autor puedan tomarse en cuenta (conf. ley 22.278 y art. 41 del Código Penal) para disminuir el grado de pena a imponer; como es sabido, ningún principio constitucional veda al Estado autolimitar su intervención coactiva" (parág. 20).- 


2)b.-Mientras que a la hora de establecer la MEDIDA de la pena, entiendo fundamental traer a colación el fallo de la Excma. Cámara de Apelaciones en lo Penal y Garantías Dptal. en precedente en la materia dictado en expte. Nro. 9705/10, "incidente de apelación en causa 'S., R.E. s/ttva.de Robo calif.' –Nro. 11/09 y acumuladas- de éste JRPJ, sentencia registrada bajo el Nro.de orden 28, del Libro 25, de fecha 25 de agosto de 2010.- 


En el pronunciamiento, los Jueces de la instancia revisora de éste fuero, al tratar el agravio del MPF que consideró exigua, la pena impuesta, toman"…como pauta de abordaje de la cuestión…" lo establecido por nuestro máximo Tribunal provincial (SCBA., Ac. 84.985, "Bogado, Héctor H. y otro s/Tentativa de robo s/Recurso de hecho, 02/04/2003) en el que se puntualiza que "…la temática de la mensuración punitiva en el proceso minoril está reservada a otros criterios que tienen como norte que la pena sea la ultima ratio y que cuando se la imponga esté supeditada a que … (art. 4 de la ley 22.278), de cuya parte final –incluso- puede inferirse que la necesidad de la imposición de la sanción debe mediarse (una vez cumplidos tales requisitos) en función de las modalidades del hecho, los antecedentes del menor, el resultado del tratamiento tutelar y la impresión directa del Juez (que contiene la facultad reductora bajo los cánones de la tentativa…".-


En dicho entendimiento, refiere el Juez de la Alzada local del primer voto, "…para arribar a un estado de situación respecto del menor tal que, amerite la aplicación de una sanción del digesto penal y que la misma resulte de efectivo cumplimiento, resulta ya una situación de excepción … pero ello no puede dejar de considerar la situación del sujeto del reproche en tanto y en cuanto se trata de un justiciable cuyo segmento etario lo coloca en un punto de referencia bien diverso que aquel en el que se ubican los mayores que se hallaren en su situación…" con citas de la CDN y la Opinión Consultiva nro. 17/2002 de la CIDH, las Reglas y Resol. 4 del Sexto Congreso de ONU sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente "…(ver 'Derechos', publicación conjunta de Unicef y la Procuración General de la Nación, tercera edición, Buenos Aires, 1999, p.42)…" y "…En tal cometido, debe tenerse en especial consideración lo indicado respecto de la mesuración del monto punitivo seleccionado y el proceso que ello conforma, por el Tribunal de Casación de la Provincia de Bs. As. Al indicar que 'La determinación judicial del monto punitivo constituye una cuestión que en principio resulta propia de los Jueces de mérito ya que la justa transmutación de la cuantía del injusto y de la culpabilidad en magnitudes penales no es susceptible de formalizarse o estandarizarse dada la imposibilidad que significa transformar los juicios de valor en cantidades numéricas…los jueces deben ineludiblemente ingresar en un ámbito valorativo al momento de traducir las circunstancias agravantes y atenuantes en términos de pena, terreno en el que no existen parámetros precisos para establecer una proporcionalidad empíricamente verificable o lógicamente comprobable entre el acto ilícito y la pena…(T.C.P.B.A., 19/03/2009, causa nro. 34.504, L.T.A.M.' y que: …Si bien la pena que corresponde imponer en cada caso debe ser, respetando el principio de culpabilidad, la estrictamente indispensable para que el individuo se resocialice…para dicha determinación no existe una base concreta y compartida que permita ejercer un control estricto de razonabilidad sobre el tramo de la decisión, en el que los jueces, mal que pese, deben forzosamente recurrir a su impresión personal y su sentido de justicia….(T.C.P.B.A., 03/07/2008, causa nro. 24.849) …causa nro. 5302, "F.D. s/recurso de casación", sentencia del 10-3-2002, registro nro. 124/02) …", entre otros fallos de la instancia casatoria que exhaustivamente fueron indicados por los Magistrados de la Alzada local en dicho precedente.-


En especial sobre ésta cuestión,  el Dr. J.Juan Manuel Gini, magistrado del primer voto, meritúa a contrario, que "…Tampoco la falta de cumplimiento del tratamiento tutelar, en mi criterio puede ser mesurada con la intensidad que el funcionario pretende, desde que la misma (conforme la redacción del art. 4to. De la Ley 22278) habilita –junto con otros parámetros- el dictado de la pena, más no la mayor gravedad de la misma, lo que haría transitar un camino de doble agravación…".-    


Asimismo, haciendo aplicación de  los principios de racionalidad y proporcionalidad -antes citados- (COMENT. art.17 BEIJING, entre los parámetros de mención) para la determinación de la sanción elegida y su mensuración que impiden desconocer su edad, la falta de antecedentes e historia vital, debiendo valorarse tanto la comprensión sobre los hechos cometidos como su capacidad para cumplirla; entiendo simultáneamente no correspondería, deje de ser computada  la circunstancia de agravación –indefensión de la víctima- que ha concurrido en su comisión.-


Por ello encontraría ajustado a derecho en el caso concreto que, para determinar la medida de la pena: en función de todas aquellas circunstancias que se ponderaron como atenuantes y el comportamiento institucional del joven (en cuanto resultan MULTIPLES los índices de valoración reductiva), se parta del MINIMO legal de la escala reducida –arts. 42 y 44 CP- prevista en el art. 79 del fondal, y se gradúe la sanción en ulterior aumento, en consideración de la agravante que se tuvo por probada por aplicación del art. 41 inc. 1ro. CP (tal se estableció en el veredicto)  en consonancia con el 4to. Ley Nro. 22.278, en cuanto refiere a las: "modalidades del hecho".-


También -y al igual que en asiento de lo propuesto en el ítem anterior-, he de estimar podrían ser receptados en la graduación,  como parámetros orientativos, los fundamentos y articulado tambien propuesto -sin que ello importe juicio alguno que no me compete, sobre su contenido- por los legisladores nacionales en los proyectos de reforma a la ley nacional especial que recibieran el año pasado media sanción en la Cámara Alta, confeccionados por las senadoras María Cristina Perceval y Sonia Escudero y Gerardo Morales, respectivamente (CD-187/09 en remisión a la Cámara de Diputados en 25/11/09); en que se establece respecto de las personas menores de dieciocho (18) años a las que se les atribuya la comisión de un hecho tipificado como delito en el Código Penal... además de la prohibición de juzgamiento por el sistema penal general, que "..ni podrán atribuírsele las consecuencias previstas para las personas mayores de dieciocho (18) años de edad", se establece un tope máximo para la sanción privativa de libertad en centro especializado como respuesta a  los delitos dolosos con resultado de muerte cometidos durante la franja etárea que comprendería al joven N. en el presente caso, de no más de cinco (5) años (Capitulo II, de las sanciones en particular: art. 53, inc. 2).-


Sin perjuicio de lo cual cabe recordar, según publicación (www.diariojudicial.com) en "Diario Judicial: La actualidad en el Derecho" de fecha 31/07/08, el proyecto interpartidariamente consensuado, entre las críticas recibidas de CEPOC registraría la de la ausencia de discusión pública, pues sostiene dicho Centro de Estudios, que el Senado lo habría aprobado "casi en silencio".-


No obstante, reitero la propuesta de ser tomado  en consideración por mis colegas, a modo exclusivamente orientativo al establecer la medida de la pena (y en función de ésa   representatividad siempre que fuere en exclusivo beneficio del joven);  en cuanto a la vigencia de su estado parlamentario la pág. web de la Secretaría parlamentaria sólo consigna el pase a Diputados; y en lo atinente al debate público imprescindible respecto de un tema tan compromisorio en su incidencia social; resultaría en mi opinión esperable en tal caso su profundización, si ello implica aventar el riesgo posible de que una cuestión de tamaña importancia, concluya traduciéndose en leyes que responden más a coyunturales clamores populares por hechos de inseguridad que a los orígenes profundos y proyecciones futuras de nuestra sociedad, como ha ocurrido en otras oportunidades con reclamos sectoriales (vbgr. los delitos cometidos contra la propiedad rural y cuyos tipos penales agravados,  los jueces del interior debemos tan frecuentemente, aplicar).-   


2) c.-Por otra parte, entiendo se encuentra sobrada y fehacientemente comprobada en autos, la conveniencia actual de promover, incluso oficiosamente -mas fue solicitado por la Defensa en el acto oral que precedió-, la aplicación progresiva de otras medidas tanto cautelarmente en este estado, como eventualmente a futuro y en su caso, en el decurso de la ejecución de la pena (lo cual será objeto de tratamiento en la siguiente cuestión).-


Desde las particulares características de éste joven y su familia, el respeto demostrado hacia las pautas institucionales, comprobándose un adecuado desenvolvimiento en los vínculos con el personal y con sus pares -intramuros y durante las salidas al domicilio en que la familia acató los horarios e indicaciones del acompañamiento y supervisión ordenados- mediando además,  un aprovechamiento de la oferta de crecimiento individual de N. en el aprendizaje educativo y de oficios que detenta el establecimiento; entiendo NO contraviene el aseguramiento de las finalidades del proceso especial, la aplicación a la hora de una medida MENOS gravosa o lesiva que la continuidad de la PRIVACION DE LIBERTAD hacia el efectivo cumplimiento de la pena, mas no me permiten por el contrario valorar aún, resulte el ámbito familiar suficientemente continente en ésta instancia, ni en la conveniencia de propiciar una solución que no registre previa y paulatinamente una instancia intermedia, de transición al medio abierto (arts. 1, 44 y cctes. ley Nro. 13.634 y arts. 144, 148 y 163 del CPP ley Nro. 11.922, en función de lo previsto en el art. 371 último párrafo del mismo ritual .-


Este resorte de imperio constitucional, que impone que la privación de libertad resulte  por el menor tiempo posible y me lleva a proponer su cese inmediato en su actual forma de encarcelamiento, en valoración de una necesaria progresividad en la atención del caso y en la apreciación del contexto familiar y social en su conjunto -tal se desprende de las consideraciones interdisciplinarias que lucen en autos-, del mismo modo me permite sugerir a mis colegas del Tribunal, el avance a una modalidad morigerada en sus efectos, de la medida cautelar de coerción en curso.-


Considero que los mismos fundamentos, no sólo permitirían abrir la posibilidad  (desde la respuesta del joven a la instancia institucional que atraviesa) – y el deber - de aplicar una medida menos lesiva;  sino que verifican todavía, -a tenor de la pena prevista frente a la gravedad del hecho atribuído y las demás circunstancias de valoración del acápite (que dentro del marco del Sistema especial, importan las de contención y dinámica vincular familiar en éste caso concreto que torna de riesgo una reincorporación prematura, conf.se desprende de la apreciación de la referente comunitaria conteste con las evaluaciones de autos;  y la necesidad de un impulso progresivo en el uso de la libertad responsable, dadas las características de personalidad del joven descriptas en las pericias)- la persistencia de peligro cierto de frustración de los fines de éste proceso por sus particulares finalidades en el fuero de responsabilidad penal juvenil, si la medida de coerción no se mantiene en este estado hasta que la sentencia quede firme o sea consentida por las partes.-


Siendo el sostenimiento de la caución, a mi modo de ver, absolutamente indispensable para asegurar la aplicación de la ley en esta sentencia, mediante la continuidad de la intervención administrativa encarada por los operadores ejecutivos del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil.-


En cuanto al encuadre normativo del instituto regulado en la ley especial en el art. 44, es de considerar que el procesal subsidiario establece más ampliamente los supuestos de atenuación, no obstante el comentario doctrinario al artículo, expresa que resultan meramente enunciativos (incisos 2 y 3 del art. 163 del CPP ,  págs. 318 y 319 "Cód.Proc.Penal de la Pcia. De Buenos Aires, com, anot. Y conc., tomo I, Ed. Astrea, de Carlos Alberto Irisarri).-


Es así que si bien en líneas generales, el inc. 3ro.del art. 163 consagra oportunidades de formación educativa y/o de atención a la salud como derechos de todas las personas privadas de libertad; la consigna legal de ingreso a una institución educadora, considero ajusta más a la impronta del Sistema de responsabilidad penal juvenil la solución que propongo, que el supuesto que regula el inc.segundo del artículo, aún cuando "tal carácter no taxativo se compadece con el deber tutelar de la dignidad humana y la integridad psíquica, física y moral que tiene el juez de garantías (art. 75, inc. 22, Const. Nacional)", ya que además de necesarias e indispensables las cautelas procesales, "deben ser lo menos gravosas posibles a la dignidad humana (art. 5, incs. 2 y 4, PSJCR)" compadeciéndose con la finalidad formadora de la intervención especial.-


Entiendo que a la inversa, a  esta altura, sostener la subsistencia de la privación de libertad en el establecimiento en que se encuentra, contravendría la Regla Nro. 17.1 "c" de Beijing establece que "solo se impondrá la privación de libertad personal en el caso de que el menor sea condenado por un acto grave en el que concurra violencia contra otra persona .... y siempre que no haya otra respuesta adecuada." .- 

En este punto, es de tener presente que el SRPJ de la Pcia.de Buenos Aires cuenta con establecimientos de medio camino, que funcionan bajo el dispositivo de Centros de Contención (aún cuando la disponibilidad de vacantes es recortada), cuya inclusión  posibilitaría al joven iniciar un gradual proceso de reinserción social y en un lugar más cercano a su domicilio (ej.en la ciudad de B. B.) lo cual facilitaría la paulatina reintegración familiar y comunitaria que a la fecha, se vé complejizada por la distancia y las particularidades del caso, tal ha sido evaluado y  comprobado en autos, sustentando fáctica y normativamente, el paliativo de visitas a su casa con acompañamiento y supervisión del personal de la institución, como oportunamente se transcribió al principio en todas sus circunstancias.-

Las constancias de autos resultarían contestes, para avalar la morigeración de  la medida tal lo pedido por la Defensa y así se propone, mas  en mi opinión no para proponer otra alternativa sin un pasaje transitorio entre el medio cerrado y el abierto, pues concomitantemente a lo expresado al tratar la cuestión anterior, cabría tener en cuenta puede extraerse de la estimación realizada por las Peritos del CTA además y en suma, que el compromiso laboral como perspectiva  se encontraría acotado por los propios intereses del joven, en el que visualiza  un sentido de responsabilidad disminuído y la familia -atravesada por serias dificultades y vaivenes- no se erige a ésta altura de los acontecimientos todavía, en garantía de reforzamiento, sustancialmente, del proceso personal de responsabilización del joven.-

Es así que las propuestas efectuadas por los tíos en la audiencia y  la madre, considero debería ser tenido en cuenta para una ulterior oportunidad.-



En opinión de la Perito Psicóloga requeriría el grupo familiar  de ser asistido en una modalidad vincular, focalizando reiteradamente éste factor como de incidencia fundamental para la suerte del proyecto de vida de un sujeto con evidentes rasgos de comportamiento antisocial, como concordantemente detectan las profesionales peritos y/o a futuro, necesario recaudo de continuidad como sostén imprescindible en el proceso de reintegración social.-

Tal observación pericial es avalada desde otro lugar, por la Funcionaria local a cargo de la Dirección de Acción Social, quien como fundamental referente comunitario, opinión que dista de ser soslayada, más allá de la indudable importancia de las alternativas familiares y laborales ofrecidas, que deberán ser cuidadosamente chequeadas, revisadas y reforzadas en la marcha de un camino gradual y paulatino (como luego se reeditará, asimismo, al tratar la siguiente cuestión en cuanto a la modalidad de cumplimiento, en principio, ya de la SANCION).-

Ha dicho nuestro Tribunal de Casación Provincial (Sala III) en 15/09/09 en causa Nro. 10.692 caratulada "P., O.R. s/Recurso de Casación", que "la atenuación de la coerción no pasa necesariamente por una automática soltura, en cambio, se trata de verificar si de acuerdo a las distintas circunstancias a las que remite la regla del art. 163 del rito es posible atenuar las consecuencias del encierro carcelario decretado preventivamente. En el precedente "M." (CNCas. Penal, Sala III, 22/11/04; LL 2005-B-206) se rechazó la idea de que sobre la exclusiva base de la penalidad aplicable, pueda concluirse inexorablemente que el imputado ha de evitar la actividad judicial…" citándose en el fallo del Tribunal Pcial. que la opinión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos debe servir de guía para la interpretación de los preceptos convencionales en la medida que el estado argentino reconoció la competencia de aquella para conocer en todos los casos relativos a la interpretación y aplicación de la Convención Americana…" describiendo los presupuestos por los cuales procedería la restricción a la libertad personal  el punto 84 del informe 12/96 de la Comisión y sosteniendo que toda denegatoria a la concesión de un beneficio morigerador, debe fundamentarse objetiva y suficientemente, teniendo en cuenta las pautas objetivas y provisionales de valoración de existencia de peligros procesales que obsten a ello,  que el Dr. Violini enumera en su voto.-


En consecuencia, me inclino por la continuidad de la coerción que coadyuve (interín se sustancie el derecho a la doble instancia), a la garantía de  cumplimiento en su caso, de la sentencia en  las finalidades que en general detenta, con más las propias del SRPJ que en especial, la fundan.- 

Mientras que, con el mismo sustento fáctico y normativo que se indicó, la medida socioeducativa se prosiga efectivizando en un Centro especializado dependiente de la Subsecretaría de Promoción y Protección de Derechos Provincial, de ejecución de medidas RESTRICTIVAS de la libertad personal, preferentemente el Centro de Contención sito más cerca de su domicilio familiar, ello a los fines de la continuidad de la intervención especial en curso, en una fase progresivamente más flexible en la administración por el joven del uso de su libertad responsable, otorgando mérito al buen desempeño que ha demostrado hasta ahora,  dentro del escaso margen que hoy para ello posee.-


Por todo lo que, PROPONGO a mis colegas del Tribunal, se le imponga al joven una sanción penal de prisión de efectivo cumplimiento aplicando la REDUCCION legal de la escala penal para la tentativa respecto del tipo atribuído y computándose para su graduación la circunstancia de agravación que se tuvo por probada en el veredicto.-


Asimismo, pongo a consideración de las Magistradas, mi opinión favorable (no sólo por su procedencia sino concomitantemente, su conveniencia, dada su doble función en este SRPJ), para el MANTENIMIENTO DE LA MEDIDA CAUTELAR SOCIO-EDUCATIVA en curso y la MORIGERACION de sus efectos, atenuándola con modalidad RESTRICTIVA de la libertad personal del incuso, quien deberá continuar su cumplimiento en el Centro de Contención más cercano al domicilio familiar dependiente de la Subsecretaría Pcial. de Promoción y Protección de Derechos que en forma INMEDIATA se designe, HASTA TANTO LA SENTENCIA ADQUIERA FIRMEZA, en su caso, y la medida cese (conf. 57 ley Nro. 13.634).-


Por otra parte, las salidas otorgadas a su domicilio deberán continuar como se ha dispuesto -y por sus mismos fundamentos de fondo y  procesales  que en fecha 7 de mayo pasado y que anteceden para el cambio de régimen- y en forma excepcional o como permiso especial, para las próximas Fiestas con el monitoreo del Centro de Referencia Dptal.-


Todo lo que resulta ser mi sincera convicción y, por los fundamentos antes citados, ASI LO VOTO.- (arts. 40 y 41 CP; art. 4to., inc. 2 y 3, anteúltimo  párrafo ley Nac. Nro. 22.278; arts. 1, 33, 35, 36, 57, 58, 82 sgtes. y cctes. de la ley Pcial. Nro. 13.634; 209, 210, 371 último párrafo (y en función del mismo, arts. 44 de la ley especial y 144, 148, 163 inc. 3); 372, 373  y 375 inc. 2 CPP, de aplicación supletoria y analógica) .-


A su turno, la Dra. Claudia Beatriz Dana votó en idéntico sentido que la Dra. Grassi, por ser ésa su sincera convicción y aplicación de las mismas normas de la leyes especiales  provinciales (arts. 40 y 41 CP; art. 4to., inc. 2 y 3, anteúltimo párrafo ley Nac. Nro. 22.278; arts. 1, 33, 35, 36,  57, 58, sgtes. y cctes. de la ley Nro. 13.634; 209, 210, 371, último párrafo (y en función del mismo, arts. 44 de la ley especial y 144, 148 y 163 inc. 3 del ritual), 372, 373  y 375 inc. 2 CPP, de aplicación supletoria y analógica).-


Por su parte la Dra. Zulema Inés Corona, adhirió al voto de la Magistrada que lleva la voz en el acuerdo, por ser ésa su sincera convicción y aplicación de las normas citadas (arts. 40 y 41 CP; art. 4to., inc. 2 y 3, anteúltimo  párrafo ley Nac. Nro. 22.278; arts. 1, 33, 35, 36,  57, 58, sgtes. y cctes. de la ley Nro. 13.634;  209, 210, 371 últ. párrafo(y en función del mismo, arts. 44 de la ley especial y 144, 148 y 163 inc. 3 del ritual), 372, 373  y 375 inc. 2 CPP, de aplicación supletoria y analógica).-

3).- Habiendo sido resuelta en términos POSITIVOS la cuestión anterior, cabría el tratamiento de la  TERCERA CUESTION planteada, a saber: ¿Cuál sería el órgano judicial de ejecución de la pena y en su caso, la modalidad de cumplimiento?.- Ello en función de las citas efectuadas en el exordio de ésta sentencia, de lo que oportunamente se impuso a las partes para lo que pudiere corresponder.- 

A lo que la Dra. Diana Lis Grassi, dijo:


3) a.- En los autos Nro. 05/09 de éste JRPJ en fecha 20/11/09 resolví declarar la incompetencia del Juzgado a mi cargo para entender en la etapa de ejecución de la pena, siguiendo los lineamientos que motivaran igual interpretación de los arts. 30 y 106 de la ley Nro. 13.634 -diferenciando la etapa de ejecución de las medidas específicas del fuero, de la etapa de ejecución de la sanción penal y en consecuencia de ello, el juez competente a cargo de su supervisión y control- en consonancia con la constitucional y supranacional, y la legislación pcial. de aplicación subsidiaria que efectuara mi colega, la Dra. Claudia Beatriz Dana en el Dpto. Judicial de Junín, tal como expresamente se dejó sentado en el fallo.-


Allí consideré que "... Presente el reciente inicio de la reforma legal del fuero en este Dpto. Judicial, la determinación del órgano judicial que ha de intervenir en la etapa de ejecución de sentencia y la ley a aplicar, adquiere  singular importancia, no sólo para el presente caso, sino para el futuro a fin de procurar se eviten eventuales perjuicios o dispendios jurisdiccionales, de suscitarse conflictos de competencia, máxime cuando pudieren suscitarse en circunstancias que pudieren comprometer situaciones de privación de libertad.-Así fue entendido de relevancia en su voto por el Sr. Juez Dr. Carlos Mario Portiglia, miembro de la Cámara de Apelación y Garantías del Dpto. Judicial de Junín en los autos Nro. 12.478, "G.A.S. s/ Robo Calificado" en sent. dictada bajo el Nro. orden 189, Lib. Sent. Nro. 50, de fecha 15 de julio del cte. año, para expedirse igualmente sobre la controversia aún sobre cuestión devenida abstracta y "...fijar para futuro un criterio rector que brinde certeza y seguridad a los justiciables y a los distintos jueces de primera instancia del fuero que puedan eventualmente verse involucrados, en un todo de acuerdo con la manda de la Constitución provincial (arts. 168 y 171) y con las facultades que acuerda el art. 21 del CP ..."  (íd. ref. autos Nro. 12.486 s/incidente de competencia, sent. 15/07/09, Nro. orden 191, Libro de sent. Nro. 50) .-..."


Y luego de hacerme eco en líneas generales, de las consideraciones de la Magistrada citada en causas Nro. 19.037/1 sent. de fecha 22/05/09 y 20.880, sent. de fecha 18/11/08 de ése JRPJ de Junín, traje a colación que el Superior del mismo Departamento Judicial, decidió por las exhaustivas consideraciones vertidas por el Juez antes citado, Dr. Portiglia, a las que remito para mayor brevedad "...establecer como criterio general y rector para el futuro que en los procesos de ejecución de una pena firme a un condenado mayor de 18 años de edad, resulta competente el Juez de ejecución penal, con independencia que la misma haya sido dictada por un Juez del fuero minoril (arts. 1, 21, 25, 106, 434, 435, 439, 441 y cc. del CPP, leyes 13.298, 13.634 y sus modificatorias, 24.660 y 12.256)..." (cfr. doctrina asentada por la C.S.J.N. en Fallos 278:135; 290:95; 292:87; 302:1675; 304:1343; 311:600; 311:2293; 315;2822; 327:954 que autorizaría dicha remisión:voto del Dr. Fayt en M.E.E. s/inc. de excarcelación, M.960 XXXVII, 6to. a 9no., 15 de abril de 2004, íd. en M.D.E. y o. Robo agravado...causa 1174, M. 1022. XXXIX.(07/12/05) ; en igual sentido la Excma. Cámara de Apelación y Garantías Dptal. en Expte Nº 9432/09).-"  


Quedó a salvo en la decisión de éste Juzgado, que el planteo operaba ante la condena impuesta a los 18 años de edad a un joven que no encontraba privado  de libertad y que "... no obsta a lo aquí resuelto por las presentes consideraciones, pues de lo que se trata es del control de la ejecución de la pena,  independientemente de la modalidad y, en su caso, establecimiento o lugar de su cumplimiento.-..." lo que no entendí reñido con la impronta normativa del fuero especial, en tanto impera del mismo modo para su aplicación por el juez de garantías de la ejecución penal, no escapando a mi entendimiento en la actualidad y sobre la marcha del nuevo fuero, se han flexibilizado las pautas de admisión y tratamiento en el área ejecutiva provincial por sobre la edad máxima indicada, en cuanto los hechos juzgados fueron cometidos durante la menor edad (conf. surge de expte. Nro. 11/09 de éste JRPJ actualmente en dicha etapa).- 


Instaurado el conflicto de competencia por el Sr. Juez de Ejecución Penal Dptal., en fecha 15/12/09 en Expte. Nro. 9579 s/"Incidente de competencia en la causa L., H.N - Abigeato", antes aludida, la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías de éste Departamento Judicial -y a diferencia de la Alzada en la materia del Departamento Judicial de Junín, atribuyó competencia en la etapa al Juzgado de Responsabilidad Penal Juvenil.-


Luego de los señalamientos sobre el trámite impreso a la cuestión, en sus consideraciones, los Magistrados consideraron que los artículos citados (30 y 52 sexies de la ley 5827), establecen con absoluta claridad que la etapa compete a los Jueces de Responsabilidad Penal Juvenil y que en el comentario al primer artículo "...la doctrina se ha encargado de referenciar que: 'El artículo hace referencia a la función del juez de ejecución en la presente ley, distanciándose de la ley Nro. 11.922, ya que no otorga un nuevo magistrado para la última etapa del proceso, sino que amplía la competencia del que ha impuesto la medida...(cfme Emilio García Méndez -Gabriel M.A.Vitale, "Infancia y Democracia en la Provincia de Buenos Aires", Comentario crítico sobre las leyes 13.298 y 13.634, Fundación Sur Argentina, pág. 194).- No cambia la conclusión a la que ha arribado el que el condenado L. haya adquirido los 18 años de edad, desde que según la normativa aplicable (art. 4 inc. 2 de la ley 22.278), antes de dicha ocasión no puede serle impuesta pena alguna a los menores punibles que hubieran cometido un delito, ni cabría por ende hablar de su ejecución..."    


En consecuencia y en aplicación del precedente de Alzada local sobre la cuestión, considero que éste Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil es el órgano judicial de abocamiento, en su oportunidad, al ejercicio de las funciones de supervisión y control propias de la etapa de ejecución de la sanción penal.-

Sin perjuicio de ello, cabría tener presente que, para el caso a como resulte la votación respecto de ésta cuestión y/o de materia de agravios durante el ejercicio de la vía recursiva por las partes, por art. 1ro. Resol. SCBA Nro. 660/10 -que modificó la Resol. Nro. 1215/08 (conf. art. 26, último párrafo, ley Nro.13.634) habiendo ya intervenido como instancia revisora en ésta causa la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías de éste Dpto. Judicial (y a excepción de las designaciones en feria judicial) -que, como se dijo, atribuyera competencia  en la etapa al Juzgado de juicio del fuero de responsabilidad penal-; entendería para su tratamiento como Alzada en la materia, la Excma. Cámara de Apelaciones y Garantías en lo Penal del Dpto. Judicial de JUNIN, quien habría optado por el Juzgado de Ejecución penal.-


3) b.-En cuanto a la naturaleza de la sanción penal a imponer, el art. 79 del CP como norma fondal, sólo prevé la pena de reclusión o prisión, para el delito atribuído.-


No obstante, la legislación provincial en la especie, contempla en el Cap. "Régimen especial para el cumplimiento de sanciones" (arts. 79 y sgtes. de la ley Nro. 13.643) distintos modos en que la pena de prisión puede cumplimentarse, lo que permite su armonización tanto con los lineamientos de la vigente ley Nac. Nro. 22.278 -en cuanto a que la pena única es la de prisión- como con los constitucionales -en cuanto a aquéllo a lo que la ley nacional aún no se adecúa a la normativa y parámetros internacionales en la materia, pues subsiste en su articulado la doctrina del niño o joven en situación irregular que posibilita su disposición judicial tutelar, lo que reitero mi interpretación, por  su corte procedimental, resultaría de aplicación exclusivamente para el fuero nacional, en función del principio de reserva, art. 121 y cctes.: 1, 5, 75 inc 22, 126 CN y cctes. CPBA.-(ver cuadros normativos comparativos a nivel provincial, nacional e internacional en "Derechos de Niños, Niñas y Adolescentes, seguimiento de la aplicación de la Convención sobre los Derechos del Niño - Justicia Restaurativa en el Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil: conceptos, perspectivas y mecanismos procesales para su implementación.-: Medidas cautelares y sanciones", págs. 87 y sgtes. y anexos, -págs. 114 a121 respecto Pcia. de Buenos Aires-, en Publicación de la Secretaría de Derechos Humanos del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación, de enero de 2010.-) 


Recordemos que "...Las Reglas de Beijing establecen una lista no exhaustiva de posibles sentencias alternativas a la pena privativa de libertad, recogidas de forma más sucinta en la CDN. Al igual que durante la fase previa al juicio, las Reglas de Beijing y la CDN ordenan que la sentencia que impone la privación de libertad se utilice como medida de último recurso y durante el período más breve posible. La necesidad de aplicar sanciones alternativas a los infractores, siempre que sea posible y cualquiera sea su edad, es reforzada ulteriormente por las Reglas Mínimas de las Naciones Unidas sobre las Medidas No Privativas de Libertad, conocidas como Reglas de Tokio...Asimismo el principio del 'tiempo más breve que proceda' debería interpretarse generalmente como el período durante el cual cabe esperar que la privación de libertad sirva para rehabilitar al infractor juvenil en cuestión.- En muchos países, ya sea deliberadamente o por desinterés o porque no se considere prioritario desarrollar medidas no privativas de libertad y constructivas, la lista de opciones se ve drásticamente reducida en la práctica a nada más que la amonestación, la libertad condicional, una multa o una sentencia de internación suspendida. A veces los códigos contemplan otras medidas, pero tales propuestas no pueden ponerse en práctica debido a una supuesta falta de recursos financieros y humanos. ... Así, el 'ultimo recurso' se convierte en la solución más frecuente, y el menor tiempo posible' se extiende a meses e incluso a años..."(UNICEF, Innocenti Digest 3, "Justicia Juvenil: La privación de libertad como sentencia", pág. 12 y 13, enero de 1998).-


 Es así que en la Regla Nro. 18 de Beijing, entre la enumeración de sentencias alternativas posibles, se mencionan las órdenes de tratamiento intermedio y otras formas de tratamiento y la órdenes de colocación en ....u otros establecimientos educativos (ver recuadro art. antes cit.).-


En  asiento de la modalidad de cumplimiento de la pena que propondré,  entiendo igualmente aplicables, en principio aún cuando trátase de otro estadío,  las consideraciones de fondo que se virtieron al tratar la cautelar en la cuestión segunda, 2) c.- de ésta sentencia.-


Entonces y en cuanto a los recursos disponibles para ello, si bien no escapa al conocimiento de la Suscripta que, a la luz de la sanción de la ley Nac. Nro. 26.579 que modifica los arts. 126 y 128 del Código Civil los que, a su vez, conexamente determinan las edades que se encuentran previstas en la ley especial nacional que aún no ha recibido adecuación (arts. 6 y 10 ley Nro. 22.278), remito a lo expuesto con anterioridad en lo atinente a su aplicación en la Pcia. de Buenos Aires y entiendo correspondería mantener la permanencia en un Programa del SPPD dependiente del Ministerio de Desarrollo Humano Pcial. a efectos de asegurar la continuidad de la intervención especial a estar a su finalidad específica.-


Sobre ésta cuestión,  Diego Freedman y Martiniano Terragni en artículo "La mayoría de edad a los 18 años y su relación con la ley 22278", publicado en Revista de Derecho Penal y Procesal Penal, Edit. Abeledo Perrot Nro. 8/2010, sobre Justicia Juvenil,  al comentar otra de las consecuencias que advierten (para el el régimen especial nacional y en especial, el art. 6 antes citado, que no estaba diseñado para la adquisición de la capacidad civil a los 18 años de edad), de la ley 26579, en ítem "b) La imposición de una pena..." sería que cuando los jóvenes alcanzan la mayoría de edad, se debería seguir cumpliendo la pena en un establecimiento de adultos, a lo que expresan:"...una aplicación estricta del régimen penal de la minoridad implicaría que no se alojen más condenados en los institutos de menores, ya que sólo se puede aplicar una pena privativa de libertad a jóvenes mayores de 18 años de edad. De modo que los institutos de menores sólo alojarían a jóvenes privados de la libertad durante el proceso penal por aplicación de medidas tutelares o cautelares." -sobre la aplicación de los distintos institutos procesales conforme los régimenes provinciales, comentan en punto "a) la privación de la libertad durante el proceso penal juvenil" del citado articulo, concluyendo como uno de sus beneficios, en el régimen procesal nacional ante el resabio tutelar en la ley comentada, la aplicación de los estándares de la prisión preventiva, a la privación de libertad durante el proceso penal juvenil-


Continúan en el citado ítem: "...Consideramos que esta interpretación contraría la idea de especialidad en la ejecución de la sanción privativa de la libertad, que exige la separación de los adultos al momento de la ejecución de la pena (28). La separación no tiene sólo como fin evitar los abusos y conflictos que se pueden generar por la diferencia de edad, sino tambien frenar el efecto criminógeno del contacto entre jóvenes y adultos. Lo cual ha sido denunciado desde la doctrina más tradicional. Ahora, si asumimos ese fundamento, lo contrariamos en la práctica si admitimos que un adolescente primero permanezca privado de su libertad en un centro especializado, y luego la ejecución de la sanción sea junto a personas adultas. Debe remarcarse que se puede hacer aplicación directa de la observación general 10 del Comité de Derechos del Niño, donde se admite que un joven que ha cumplido los 18 años de edad no sea trasladado en forma inmediata a un centro penitenciario para adultos cuando no se afecten su interés superior ni el del resto de los niños internados (29). Por otro lado, si se admite la ejecución de la pena del adolescente en forma conjunta con los adultos se deja sin efecto el art. 10, ley 22278. Allí se admite la ejecución en establecimientos especiales de los jóvenes que cometen delitos entre los 18 y la mayoría de edad (cuando fue redactada, los 21 años de edad). Nuevamente la respuesta a esta problemática deberá ser dada por los operadores del sistema penal juvenil en forma articulada (30)..." ver conclusiones y notas al pie: art. 10, inc. 3 PIDCyP, CDN, Reglas y Observ. Nro. 10, fallos: Juzgado Nac. Menores Nro. 4 en el caso "A.; J.L." y Cámara Nac. de Apelac. en lo Crim. y Correcc., Sala 1ra.(Dres. Rimondi y Bruzzone) en el mismo caso "A., J.L" de fecha 15/04/2010.- 


Ello es lo que en mi interpretación, resultaría conteste no sólo con los objetivos constitucionales de directa operatividad sino con la legislación provincial vigente, pues además en el régimen provincial, no se advierte cuál otro podría haber sido el espíritu del legislador de la Pcia. de Buenos al regular un capítulo específicamente de cumplimiento de sanciones, dentro del Régimen especial de éste fuero de responsabilidad penal juvenil y en un contexto normativo al momento de la discusión y sanción de la ley Nro. 13.634 en que la aplicación de  sanción penal sólo procede a los 18 años de edad (siguiendo el razonamiento de los Magistrados de Alzada local en el fallo cit. que decide el juez de ejecución competente en los autos Nro. 05/09 de éste JRPJ), que no fuera para su ejecución dentro del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil en su conjunto, a fin de garantizar su culminación de conformidad a parámetros propios y diferenciados del de adultos en igual situación, y cuya aplicación como un plus amerita, sin dudas, el tratarse no sólo de la continuidad de una intervención, sino de la no menor consecuencia de hechos juzgados por haber sido cometidos a la menor edad.-


Es así que define el artículo 80 de la ley Pcial. Nro. 13.634 acabadamente la propuesta que efectúo y entiendo de aplicación al presente caso, en su momento, a saber:"Es una medida de transición para la inserción en el medio abierto, posibilitando la realización de actividades externas. ...De no contarse con ese recurso (ámbito domiciliario) se hará efectiva en establecimientos especialmente destinados a tal fin.-" 
Esta instancia transitoria (hacia un medio abierto de  reinclusión comunitaria y social) considero resultaría de imprescindible incursión pedagógica educativa, permitiendo al joven y en el marco de su propio proceso de responsabilización, el ejercicio de un más flexibilizado ejercicio de su libertad responsable, además de responder a los, no menos necesarios, fines de resocialización de la pena.-


Del proyecto de reforma de la ley Nro. 22.278 que cuenta con media sanción del Senado, extraigo también como pauta orientativa, en su art. 65 establece que "Con independencia de la edad que alcance el condenado durante el cumplimiento de la sanción o la que tuviere a la fecha de la imposición de ésta, la sanción privativa de libertad se cumplirá íntegramente en centros especializados, en secciones diferenciadas y separadas en razón de su edad y sexo".-


3) c.-En suma, entonces y elucidado el conflicto de competencia a nivel local sobre la etapa, aún cuando pueda estimarse deseable a futuro –e igualmente esperable, la acabada culminación de la implementación de la reforma del fuero especial pcial. con la efectiva asignación de los recursos necesarios para la mejor prestación del servicio por los Juzgados que se encuentran actualmente creados y los órganos administrativos, en funcionamiento, (en su caso y de mediar su eventual consideración en el marco de división constitucional de poderes del Estado Pcial. en términos parecidos, tal proyectos de ley presentados en su Legislatura)-; la supervisión de la misma pudiera ser realizada por un órgano independiente del que juzgó y sentenció (conf. Comentario regla Nro. 23 de Beijing, reglas MPL, CIDH (OEA) Resol 1/08, Principio VI: "estar a cargo de jueces y tribunales competentes, independientes e imparciales; ley orgánica del PJ Pcia. Bs. As. Nro. 5827 y CPP ley Nro. 11.922 en función de CDN, arts. 16 CN y cctes. CPcia. Bs. As.,  Op. Consul. antes cit.en cuanto reafirma la igualdad, más el plus de derechos y garantías de niños y jóvenes respecto de la justicia penal de adultos ) y - tal como quedó en la especie a salvo, en la resolución antes transcripta y en tanto no correspondería desentenderse de los efectos y consecuencia de la pena-;  considero ajustado a las jerarquías normativas imperantes, como Magistrado a cargo de la supervisión de la ejecución de la sanción y en cuanto a la afectación de los recursos ejecutivos disponibles en la Pcia. de Bs. As. para su cumplimiento; se agoten previamente y por prioridad constitucional, las intervenciones del Sistema especial para la obtención de objetivos propios, en razón de su orden público y las consideraciones vertidas con anterioridad.-


Así lo recomienda nuestro máximo Tribunal nacional, en el precedente citado de 07/12/05 y expone el Dr. Fayt en los parág. Nro. 21 y 22 que "el poder punitivo no se manifiesta únicamente mediante la imposición de una pena, sino también con la manera en que ésta es ejecutada. De tal modo, no puede dejar de considerarse, en el marco del sistema penal juvenil, la existencia de condiciones carcelarias adecuadas", por un lado y la amplia variedad de medidas y la excepcionalidad de la pena privativa de libertad, por otro, en tanto la libertad personal resulta la regla a la que toda persona tiene derecho, como ha sido consagrado en tratados y convenciones internacionales en la materia, en general y en especial, respecto de niños y jóvenes y por la normativa constitucional local, que en la recepción de los primeros, el Estado nacional ha tomado como compromisos,  las recomendaciones para su derecho interno de los organismos a los que pertenece como miembro (ej.la antes citada Resol. 1/08 de la Comisión Interamericana (Principio III-4. y cctes., de los principios y buenas prácticas, cuyas aristas institucionales para su concreta materialización en la Pcia.de Buenos Aires, nuestra Excma.  Suprema Corte de Justicia ha analizado al decidir en Expte. B. 68.599 la existencia de conflicto de poderes en el ámbito provincial, por  circunstancias puntuales que medularmente  analizó, en especial el Dr.de Lázzari en su voto y a las que remito; como tambien se vieron reflejadas en otras resoluciones del mismo Tribunal relativas al expte. SAI nro. 310/08 respecto de éste fuero; máxime en líneas generales, en el marco de las exhortaciones de la CSJN en expte V.856.XXXVIII –Fallos 328:1146, del 03/05/05- agregado a la causa.83.909, en relación a la situación de todas las personas penalmente privadas de su libertad independientemente de su edad, en la Pcia.de Bs. As.) .- 


Considero conveniente, entonces -y  firme la sentencia, en su caso- la prosecusión en similar modalidad, en la práctica, a la cautelarmente morigerada (tal lo votado en la cuestión anterior); esta vez para el CUMPLIMIENTO EFECTIVO de la PENA (REGIMEN DE SEMILIBERTAD) al inicio de su ejecución, sin perder de vista la ulterior y progresiva consideración de otras propuestas a que la ley especial habilita (y subsidiariamente, también las leyes de aplicación para la etapa), sin perjuicio de la legislación de fondo .- 


En suma de todo lo que, PROPONGO entonces a mis colegas que, en el marco de la etapa de ejecución de la sanción penal que se encontraría a cargo de este Tribunal, el joven prosiga su cumplimiento en principio, en régimen de semilibertad (art. 80 ley Nro. 13.634 -ccte. regla Nro. 29.1 de Beijing y comentario: Sistemas intermedios- análogos fundamentos antes citados y leyes en la materia de aplicación subsidiaria, conf. art. 85 del mismo cuerpo legal).-


Tal resulta ser mi VOTO, por ser ésa mi sincera convicción y aplicación de las normas citadas (arts. 2, primer párrafo y 4to. de la ley Nac. Nro. 22.278; art.  52 sexies ley Nro. 5827; arts.1, 30 57, 58, sgtes., 80 (régimen de sanciones), 85, 106 y cctes. de la ley Nro. 13.634; 209, 210, 371,373  y 375 CPP).-


A su turno, la Dra.Claudia Dana, respecto del voto de la Magistrada que lleva la voz en el acuerdo, dijo: 

Sostengo los argumentos esgrimidos oportunamente respecto a la competencia que le corresponde como juez natural al de ejecución penal en todos los aspectos concernientes al control de ejecución de las penas dictadas por los Juzgados o Tribunales de Responsabilidad Penal Juvenil, criterio este también acogido por la Excma. Cámara de Apelación y Garantías del Departamento Judicial de Junín en causa 12.478 del 15 de julio de 2.009. El Dr. Carlos Mario Portiglia, en su voto, funda tal decisión en distintas consideraciones que transcribo: "... va de suyo que un sujeto que sobrepasó esa edad (18 años), que ha sido condenado con sentencia firme y que se encuentra cumpliendo pena en calidad de penado en una institución carcelaria dependiente del Servicio Penitenciario Provincial ...no puede quedar bajo el control del juez del fuero minoril aún cuando éste haya sido el que dictara la sentencia de condena...El tratamiento carcelario al que está sometido el interno mayor de 18 años ...hace  que cobre especial relevancia el principio de especialidad en el conocimiento de la temática. De tal suerte que constituiría un verdadero absurdo que durante la ejecución en un mismo establecimiento carcelario y bajo las mismas pautas y condiciones de encierro un condenado resulte atendido por el juez de ejecución y otro por un juez de menores... las leyes específicas que regulan el sistema de ejecución de la pena...han establecido la figura del juez de ejecución como órgano del Estado encargado de entender en todas aquellas cuestiones que se susciten en todo el período en que el condenado cumple la pena que le ha sido impuesta, sin que importe demasiado qué juez la dictó o bajo qué régimen procesal, en la medida que no implique menguar derechos del reo o que se vean comprometidas garantías de reconocida estirpe constitucional...".

 
No puedo dejar de remarcar que la razón fundamental en la que sostengo este criterio es la del respeto al juez natural y resguardo de la imparcialidad en las decisiones que corresponden asumir en relación a las distintas alternativas  que presente la ejecución de la condena y ello en concordancia con la normativa nacional y supranacional receptada en los artículos 18, 33 y 75 inc. 22 de la CN , Regla 4 de Mallorca, arts. 25 y 497 de la ley 11.922, leyes 24.660, 12.256 y la doctrina legal sentada en innumerable jurisprudencia ( CSJN fallo del 22/4/87" Sueldo de Posleman, Mónica R. y otra " LA LEY, 1987-C, 245; del 27/12/1984 "Videla, Jorge R." LA LEY, 1985-A, 360; del 27/12/1984 "Anaya, Jorge I."  LA LEY, 1985-A, 360; del 29/12/1987 "Magín Suárez, Luis" LA LEY, 1988-C 121)


ASI LO VOTO por ser ello mi sincera convicción y en aplicación de las normas citadas.(arts.  209, 210, 371, 373  y 375 CPP).-


Por su parte, la Dra. Zulema Corona votó en idéntico sentido que la Dra. Grassi, por ser ésa su sincera convicción y aplicación de las mismas normas de las leyes especiales  provinciales (arts. 2, primer párrafo, y 4to. de ley Nac. Nro. 22.278; art.  52 sexies ley Nro. 5827; arts.1, 30 57, 58, sgtes., 80 (régimen de sanciones), 85, 106 y cctes. de la ley Nro. 13.634; 209, 210, 371,373  y 375 CPP).-


POR TODO ELLO, y en mérito a  las  conclusiones  arribadas, fundamentos expuestos, jurisprudencia  citada y conforme el trámite que se le ha impreso a éste proceso en cuanto a la faz procedimental tal en líneas generales se describió en el exordio; con asiento en las normas que indican y en particular, lo previsto por los arts.2, primer párrafo y 4to. de la Ley Nac 22.278 -modificada por ley 22.803-,  con sustento  en  la normativa de orden constitucional vigente y en cuanto a ella se ajusta en su derecho de fondo, en la materia: art. 75 inc. 22 y pertinentes de la Carta  Magna, Convención sobre los Derechos del Niño, Reglas  de Beijing,  Reglas de Naciones Unidas para la protección de los menores privados de la libertad; leyes Nac.  Nro. 26.061 -en su contenido programático como normas de fondo- y Nro. 26.579; arts. 1, 44, 56 a 58, 79, sgtes. y cctes. ley Pcial. Nro. 13.634 y en función de art. 85 y 106: leyes Nac. Nro. 24.660 –en  su derecho de fondo-  y Pcial. 12.256 y modifs., en su caso; ley  Pcial. Nro.13.298 -en sus normas programáticas de derecho de fondo- que regula el SPPD junto a la complementaria de orden procesal en la Pcia.de Bs.As. (a diferencia del articulado que mantiene vigente la 'disposición tutelar' judicial de la ley Nacional de Régimen Penal de Minoridad, el que en su resorte procedimental aún regiría para su aplicación exclusivamente por los tribunales nacionales: ppio.de reserva, art. 121 y cctes.: 1,5, 75 inc. 22, 126 CN y de CPBA);  C.P.P. ley 11.922: arts. 209, 210, 371 (en directa aplicación de último párrafo),  372 (por analogía, en función citado art. 4to. Ley nacional) 373, 375 inc. 2; 144 y 148, 163 y cctes. en función del 371 "in fine"; Dec.PE.Pcial. Nro.111, anexo 2, y Resol. ministerial Nro. 166, art. 9, Anexo IV y 172 Anexo III; el Tribunal de Responsabilidad Penal Juvenil del Departamento Judicial de Trenque Lauquen,  pronunció por mayoría,  el siguiente FALLO:



I).-CONDENANDO al joven  A. A. N., de nacionalidad argentino, de 18 años de edad, nacido el día … en la ciudad de C., hijo de C.A.  y M.A.B, poseedor del DNI Nº…, quien fuera declarado en fecha 24 de febrero de 2010 AUTOR penalmente responsable del delito de HOMICIDIO SIMPLE, con atenuantes y agravante (arts 79, 40 , 41 y 45 del C.P.), resolutorio que adquirió firmeza en fecha 2 de julio de 2010;  a la SANCION PENAL de 5 (CINCO) AÑOS DE  PRISION de EFECTIVO CUMPLIMIENTO, por los fundamentos  antes esgrimidos  (arts. 2, primer párrafo y 4to., incs. 2 y 3 y anteúltimo párrafo de la ley Nac. 22.278; 56 a 58 y cctes. de la ley Provincial Nro. 13.634); CON  COSTAS. (arts.  29 inc.3 del C.P.; 530  y 531 del C.P.P.).-



II).-Asimismo, de acuerdo a lo previsto en el  371, último párrafo del CPP -arts. 1, 44 y cctes.  ley Pcial. Nro. 13.634 (arts. 144, 148 y 163 inc. 3 CPP) todos ellos en función del primer artículo cit. "in fine"-, valorando que el aseguramiento perseguido con la medida de coerción en curso,  tanto respecto de la aplicación de la ley en éste proceso como de los objetivos y finalidad específica del Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, podría igualmente cumplimentarse sin desmerecimiento de los recaudos de ley, mediante una modalidad MORIGERADA en cuanto a sus efectos -ello de acuerdo a los fundamentos brindados en  el  tratamiento de la SEGUNDA cuestión en el ítem 2) c.- de los CONSIDERANDOS de la presente  sentencia-;  DISPONIENDO la continuidad de la MEDIDA SOCIODUCATIVA DE COERCION PERSONAL, ATENUANDOLA A MODALIDAD RESTRICTIVA DE LA LIBERTAD del joven N.; en la  institución o programa de tratamiento de REGIMEN ABIERTO (Dispositivo CENTRO DE CONTENCION) dependiente de la Subsecretaría de Promoción y Protección de Derechos de la Pcia. de Buenos Aires que en forma INMEDIATA SE DESIGNE; HASTA TANTO EL PRESENTE FALLO ADQUIERA FIRMEZA; OPORTUNIDAD para la que queda dispuesto EL CESE de dicha CAUTELAR del fuero especial dictada oportunamente. (arts. 1, 33, 35, 36, 44, 57, 58, 68, 81, 82, 84, 85 y cctes. de la ley Pcial. Nro. 13.634; 144, 148, 163 inc. 3, 209, 210, 371 último párrafo, 372, 373  y 375 inc. 2 CPP, de aplicación supletoria y analógica, todos en función del art. 4to. de la ley Nac. Nro. 22.278).-



En tal caso, e informado que fuera el lugar de derivación, QUEDA EXPRESAMENTE AUTORIZADO las salidas de permiso especial de acuerdo a lo solicitado por la Defensa para las próximas fiestas de Navidad y Fin de Año, con la siguiente modalidad: desde el viernes 24 por la mañana al domingo 26 debiendo regresar en horas de la tarde al Centro de contención y desde el viernes 31 de diciembre al domingo 2 de enero, en los mismos lapsos, requiriendo al Centro de Referencia Departamental, informes pormenorizados sobre el desarrollo de las visitas que deberán ser monitoreadas por su personal o el que su Titular designe en colaboración o coordinación.- 



 III).-FIRME la sentencia, EN PRINCIPIO y en su caso, por imperio constitucional, la SANCION impuesta en el ítem I, continuará siendo cumplimentada en REGIMEN DE SEMILIBERTAD (art. 80, último párrafo de la ley especial), por lo que el joven  PERMANECERA a disposición de éste Tribunal (arts. 85 y 106 último párrafo, de la ley Nro. 13.634), en el mismo Programa institucional que indique el Area competente de la Subsecretaría Pcial. de Promoción y Protección de Derechos, para el cumplimiento de la MORIGERACION DE LA CAUTELAR (y de acuerdo a lo dispuesto en el ítem anterior, para lo cual deberá tenerse en cuenta la mayor cercanía a su domicilio familiar, el que por su emplazamiento -localidad de C.- ameritaría consideración del/los sitos en la ciudad de B.B.).-



En tal caso y radicado el joven en el establecimiento que se designe, EVALUEN SUS AUTORIDADES la situación contextual del joven conforme los antecedentes de autos que, a tal fin en copia se remitirán, y  ELABORESE un plan individual de ejecución de la sanción penal, con modalidad interdisciplinaria del Cuerpo técnico de la institución, con la asistencia y coordinación de Centro de REFERENCIA PENAL DPTAL., sin perjuicio de la práctica pericial que, en su caso, pudiere oportunamente disponerse para su realización  por intermedio del CTA.-



Dada la intervención conferida a su Titular en autos y a la que se otorgará a la Dirección Pcial. de Medidas Alternativas, COMUNIQUESELES lo resuelto, a fin de que desplieguen todas las estrategias y planes pertinentes en pos de ir pautando la paulatina y progresiva reinserción social del joven conforme arts.33, 79, sgtes. y cctes. de la ley 13.634, Resolución Ministerial 166 art. 9, Anexo IV y Resolución Ministerial 172/07, Anexo III, debiendo el Centro donde el joven sea alojado informar MENSUALMENTE a este Tribunal, sobre el desenvolvimiento y evolución a fin de adecuar la medida dispuesta en relación a los logros alcanzados, sin perjuicio de la carga que detenta la Defensa .-



Oportunamente, CONFORMESE el respectivo incidente de ejecución de la sanción penal impuesta, con copias de las piezas del proceso que pudiere corresponder.- 



IV).-VISTA  la  intervención  otorgada al Titular de la Dirección de la Unidad  de  Coordinación del  Sistema de Responsabilidad Penal Juvenil, COMUNICANDO -mediante el libramiento del oficio pertinente- lo resuelto en la presente, a los efectos antes dispuestos.-







V).-REGULANDO los honorarios de la  Dra. MIRIAM CELIA CANELO, Defensora Oficial especializada del joven N., por la labor  desarrollada en autos, en la suma de PESOS CINCO MIL QUINIENTOS TREINTA Y CINCO ($  5.535=),  conforme lo establecen los arts. 9º, punto I), apartado 16, letra b) II), 10º, 15º,  22º,  54º,  y 57º  de la Ley 8904. Rige el art. 8º de la ley 12.061 y la resolución del 12-11-01, dictada por  el  Procurador General de la SCJBA (Nº 1.353).-



VI).-A los fines de la  NOTIFICACION  de  lo resuelto al JOVEN, se practique personalmente por Secretaría ante la Presidencia del Tribunal.-



VII).-Para la NOTIFICACION de los Titulares del Ministerio Público especializado FISCAL y de la DEFENSA (salvo lo previsto en ítem anterior para su entrega en el acto); REMITIENDO la presente y copias de la sentencia, a las Salas de sus Públicos Despachos.-



VIII).- COMUNIQUESE al Registro de Procesos del Niño y a la Secretaría de la Cámara de Garantías y Apelaciones en lo Penal Dptal. (art.  22 del Ac. 2840 de la SCBA.)-



OPORTUNAMENTE, practíquese por Secretaría del Tribunal el COMPUTO de pena (art. 82 ley especial provincial) y su  vencimiento.- Liquídense las COSTAS y háganse las demás comunicaciones de ley.- 



REGISTRESE (Acs. SCBA 2514 y 3397) y en su momento, ARCHIVESE (Ac 3397).-

